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Presentación 



El Diccionario de la Real Academia define el urbanismo como «Conjunto de conocimientos relativos a la planificación, desarrollo, reforma y ampliación de los edificios y espacios de las ciudades». Pero hoy en día el urbanismo es mucho más que la ordenación de la ciudad, siendo igual de relevante que dicha ordenación la relación con los espacios que rodean a la urbe. Como señala Tomás-Ramón FERNÁNDEZ (1) , el urbanismo hoy en día es, «sencillamente, una perspectiva global e integradora de todo lo que se refiere a la relación del hombre con el medio en el que se desenvuelve y que hace de la tierra, del suelo, su eje operativo». El Urbanismo relaciona a hombre y su entorno, siendo claramente competente la Administración para regular lo que afecta al entorno, pero es un principio esencial que el hombre debe ser tenido en consideración a la hora de regular dónde y cómo ha de vivir. No siendo viable desarrollar la actividad urbanística en forma asamblearia, la participación de los ciudadanos parte de la publicidad de los actos urbanísticos.

No obstante la importancia que esta publicidad tiene, la doctrina únicamente ha tratado la publicidad registral, materia sobre la que hay importantes obras de Fernando ACEDO-RICO HENNING (2) , de Mercedes FUERTES LÓPEZ (3)  o de José María CORRAL GIJÓN (4) , pero es sólo Antonio CANO MURCIA quien aborda la materia dándole sustantividad en una obra específica sobre la materia.

Como ya es habitual en él, no se limita a abordar un tema desde el punto de vista científico o teórico, sino que, sin desmerecer en absoluto en el aspecto técnico, completa su obra con el detallado examen de los aspectos prácticos. Así, en cada capítulo se recogen los comentarios, con el análisis de la normativa aplicable y de la jurisprudencia principal, así como las preguntas más frecuentes en la materia, con su respuesta. Como complemento ofrece unos trabajados modelos de los Formularios de uso más frecuente, en relación con el objeto de la obra, así como un extracto de la jurisprudencia de mayor interés, debidamente catalogada por el autor.

Antonio CANO es colaborador habitual de El Consultor desde hace varios años, habiendo publicado diversas colaboraciones, tanto en nuestra revista como en nuestra cercana Práctica Urbanística, además de participar en diversas actividades colectivas de la Redacción de El Consultor. A título individual ha publicado con nosotros dos obras de indudable éxito:


	
•Proyectos y Obras de Urbanización. Comentarios, legislación, jurisprudencia, consultas y formularios, cuya primera edición vio la luz en 2006, obligando su éxito a la reedición en 2008. 

	
•Urbanismo Menor. Manual de consulta práctico para juristas y técnicos, aparecido en 2009, también con gran aceptación. 



La actual obra se estructura en los siguientes capítulos principales:



	I.
	La participación ciudadana en la elaboración del planeamiento



	II.
	El avance de planeamiento



	III.
	La publicidad del planeamiento urbanístico: planes generales y planeamiento de desarrollo



	IV.
	Las alteraciones sustanciales del planeamiento



	V.
	La publicidad de los convenios urbanísticos



	VI.
	Urbanismo y publicidad registral



	VII.
	Edictos y notificaciones



	VIII.
	Anexo de jurisprudencia



	IX.
	Formularios




Como ya se ha dicho, además de las menciones jurisprudenciales hechas en el texto, el libro se complementa con un anexo de jurisprudencia seleccionada, así como con unos prácticos formularios.

Convencidos de la utilidad de este manual, lo ponemos en tus manos, encomendándote el veredicto sobre el éxito de nuestro empeño.

Fernando CASTRO ABELLA

Director de Publicaciones
Febrero 2010
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La participación ciudadana en la elaboración del planeamiento 



I.  INTRODUCCIÓN

El urbanismo está orientado y pensado para la participación del ciudadano tanto en su elaboración como en su modificación. Esta participación puede considerarse como esencial y consustancial con la propia existencia de aquél. Sin participación no hay urbanismo.

La legislación urbanística está enfocada, en lo que a que elaboración se refiere, para que cualquiera que tenga interés, directo o indirecto, en el planeamiento o gestión urbanística, pueda tener acceso a los instrumentos que en cada momento se someten a la aprobación de la Administración actuante.

Las formas de participación ciudadana son múltiples: unas son directas, y se manifiestan mediante la «invitación» que se realiza al particular o interesado a través de la notificación personal de los actos o acuerdos, o bien mediante el trámite de audiencia que al interesado/afectado se le da. Otras son indirectas, y tienen su manifestación mediante la publicidad que del acto se realiza a través de los anuncios o edictos que se publican en los Boletines Oficiales correspondientes o en los diarios de mayor difusión.

El Ordenamiento urbanístico si se le despeja de la participación ciudadana y de los cauces por los que ésta se manifiesta (edictos, notificaciones y audiencia) se queda sin contenido al verse privado de la esencia que la forma y la conforma. Sin participación y, consecuentemente, sin intervención ciudadana, no hay urbanismo  (1) .

Al respecto basta recordar cómo tanto la legislación estatal como la autonómica han recogido este principio inspirador del urbanismo.

La participación ciudadana en la elaboración del planeamiento es ante todo un derecho reconocido en la legislación urbanística estatal preconstitucional y la autonómica vigente con absoluta unanimidad, siendo ésta un complemento o perfeccionamiento de la democracia representativa, no su alternativa, permitiendo perfeccionar el sistema de control de los representados sobre sus representantes, propiciando su permanencia y superando el carácter intermitente del control electoral. Se trata, por tanto, de un instrumento para el control del poder, no de un contrapoder  (2) .

El derecho que los administrados tienen para recabar de la Administración información se encuentra reconocido de modo general en nuestro Derecho, en la legislación de procedimiento administrativo y en la de régimen local.

La publicidad de los planes, antes limitada al acto o resolución de aprobación definitiva, resultaba de todo punto insuficiente porque no daba un conocimiento completo del plan, y de todas sus determinaciones y documentos, por lo que resultaba absolutamente necesario completarlo con el derecho que tiene cualquier administrado a conocer el texto íntegro  (3) .

El planeamiento es público y su publicidad se instrumenta por diversos medios. El derecho a obtener información se atribuye a todo ciudadano. No se limita a quienes ostenten la titularidad de un derecho o interés legítimo. Se trata de un derecho subjetivo otorgado por el ordenamiento urbanístico a cualquier ciudadano o administrado para conocer el contenido del planeamiento. A este derecho se contrapone el deber legal de la Administración de facilitar el ejercicio y efectividad de tal derecho. Cabe hablar, así, de un deber de «transparencia administrativa». La trascendencia pública del urbanismo se compagina mal con el secreto y la oscuridad  (4) .

El planeamiento urbanístico, como todo plan o norma con incidencia en la ordenación de intereses colectivos, entraña una decisión política que cabalmente requiere por ello que sea aceptada, contando con el sustrato básico de la colaboración y participación ciudadana, a todos los niveles. La democratización del planeamiento urbano se impone, pues, necesariamente, por su misma naturaleza de decisión política, que no puede depender por ello en exclusiva de la autoridad a la que corresponda su aprobación  (5) .

La exigencia de democratización del plan sólo es posible dentro de un contexto democrático, que se traduce fundamentalmente en lo siguiente  (6) :

1. Deber para la Administración, y fundamentalmente para los Ayuntamientos, de promover activamente la participación de los ciudadanos en la elaboración y tramitación de los planes de urbanismo.

2. Derecho de los particulares y asociaciones en participar en la iniciativa y debate sobre las opciones y criterios fundamentales del plan, mediante la formulación y elaboración de criterios y objetivos básicos del plan, con anterioridad al momento en que éste sea aprobado y elaborado inicialmente por la Administración.

La participación de los ciudadanos en la elaboración del Planeamiento (con mayúsculas) es consustancial al mismo, de forma tal que sin la misma éste no existiría. Tal es el relieve e importancia que por parte del legislador se ha querido dar a esta intervención directa, que ya las leyes del suelo preconstitucionales (LS 1956 y TRLS 1976) recogieron esta necesidad.

- LS/1956, art. 4.2: la gestión pública suscitará, en la medida más amplia posible, la iniciativa privada y la sustituirá, cuando ésta no alcanzare a cumplir los objetivos necesarios, con las compensaciones que esta Ley establece.

- TRLS/1976, art. 4.2: la gestión pública suscitará, en la medida más amplia posible, la iniciativa privada y la sustituirá, cuando ésta no alcanzare a cumplir los objetivos necesarios, con las compensaciones que esta Ley establece. En la formulación, tramitación y gestión del planeamiento urbanístico, los Órganos competentes deberán asegurar la mayor participación de los interesados y en particular los derechos de iniciativa e información por parte de las Corporaciones, Asociaciones y particulares.

La STS 11 de marzo de 1991 (Ponente Delgado Barrio) ya destacó la importancia de la participación ciudadana en el procedimiento de elaboración de los planes, lo que les dota de una legitimación democrática, para asegurar su legalidad, acierto y oportunidad, si bien matiza que «esta participación no significa que la decisión haya de coincidir necesariamente con lo instado por un grupo de ciudadanos: la participación tiene por objeto proporcionar elementos de juicio a la Administración, pero la decisión corresponde necesariamente a los órganos competentes que habrán de tener en cuenta las alegaciones y sugerencias como una posibilidad entre otras. Es la Administración la que ha de decidir con su visión global de los problemas del territorio ordenado».

Con posterioridad a las citadas normas, las siguientes normas estatales siguieron esta tendencia, recogida en la Constitución española de 1978, que en su art. 9.2 exige de los poderes públicos facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica y social.

- TRLS/1992, art. 4.4: en la formulación, tramitación y gestión del planeamiento urbanístico, las Administraciones urbanísticas competentes deberán asegurar la participación de los interesados y, en particular, los derechos de iniciativa e información por parte de las entidades representativas de los intereses que resulten afectados y de los particulares.

- Ley 6/1998, de 23 de abril, que en su art. 6 reconoce el derecho a la información y participación pública en el planeamiento y la gestión, en los siguientes términos: «1. La legislación urbanística garantizará la participación pública en los procesos de planeamiento y gestión, así como el derecho a la información de las entidades representativas de los intereses afectados por cada actuación y de los particulares.

2. Todo administrado tendrá derecho a que la Administración competente le informe por escrito del régimen y condiciones urbanísticas aplicables a una finca o ámbito adecuado».

- La Ley 8/2007, de 28 de mayo, del Suelo, en su art. 4 e) reconoce el derecho de todos los ciudadanos a «participar efectivamente en los procedimientos de elaboración y aprobación de cuales quiera instrumentos de ordenación del territorio o de ordenación y ejecución urbanística y de su evaluación ambiental mediante la formulación de alegaciones, observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas y a obtener de la Administración una respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora del régimen jurídico de dicha Administración y del procedimiento de que se trate».

En la actualidad el vigente art. 4 e) TRLS/08 dispone que «Todos los ciudadanos tienen derecho a participar efectivamente en los procedimientos de elaboración y aprobación de cualesquiera instrumentos de ordenación del territorio o de ordenación y ejecución urbanísticas y de su evaluación ambiental mediante la formulación de alegaciones, observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas y a obtener de la Administración una respuesta motivada, conforme a la legislación reguladora del régimen jurídico de dicha Administración y del procedimiento de que se trate», con la novedad recogida en su disposición adicional 9.ª.2 que exige la publicación por medios telemáticos (7)  del contenido actualizado de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística en vigor y del anuncio de su sometimiento a información pública y de cualesquiera actos de tramitación que sean relevantes para su aprobación o alteración.

La protección al ejercicio del derecho de participación ciudadana llega hasta el extremo de tener el mismo que repetirse en el caso de que produzca modificaciones o alteraciones sustanciales del instrumento de planeamiento sometido a información pública (STS 6 mayo 2002. LA LEY JURIS 1136338/2002).

La participación implica la formulación de alegaciones, observaciones, propuestas, etc., y también el correlativo derecho a obtener una «respuesta motivada», conforme a la legislación básica estatal en materia procedimental e incluso la propia sectorial autonómica; obviamente, lo que ni una ni otra podrán desconocer es ese derecho, que queda desde aquí establecido y afirmado, a obtener una respuesta; ésta podrá modularse en su factura normal a través de esas otras obligaciones pero no podrá desconocerse el derecho a su obtención  (8) .

El art. 11  (9)  del TRLS/08 viene a completar el art. 4 e) rearticulando los cauces de participación ciudadana  (10) .

Art. 11. Publicidad y eficacia en la gestión pública urbanística

1. Todos los instrumentos de ordenación territorial y de ordenación y ejecución urbanísticas, incluidos los de distribución de beneficios y cargas, así como los convenios que con dicho objeto vayan a ser suscritos por la Administración competente, deben ser sometidos al trámite de información pública en los términos y por el plazo que establezca la legislación en la materia, que nunca podrá ser inferior al mínimo exigido en la legislación sobre procedimiento administrativo común, y deben publicarse en la forma y con el contenido que determinen las leyes.

2. Los acuerdos de aprobación definitiva de todos los instrumentos de ordenación territorial y urbanística se publicarán en el «Boletín Oficial» correspondiente. Respecto a las normas y ordenanzas contenidas en tales instrumentos, se estará a lo dispuesto en la legislación aplicable.

3. En los procedimientos de aprobación o de alteración de instrumentos de ordenación urbanística, la documentación expuesta al público deberá incluir un resumen ejecutivo expresivo de los siguientes extremos:

a) Delimitación de los ámbitos en los que la ordenación proyectada altera la vigente, con un plano de su situación, y alcance de dicha alteración.

b) En su caso, los ámbitos en los que se suspendan la ordenación o los procedimientos de ejecución o de intervención urbanística y la duración de dicha suspensión.

4. Las Administraciones públicas competentes impulsarán la publicidad telemática del contenido de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística en vigor, así como del anuncio de su sometimiento a información pública.

5. Cuando la legislación urbanística abra a los particulares la iniciativa de los procedimientos de aprobación de instrumentos de ordenación o de ejecución urbanística, el incumplimiento del deber de resolver dentro del plazo máximo establecido dará lugar a indemnización a los interesados por el importe de los gastos en que hayan incurrido para la presentación de sus solicitudes, salvo en los casos en que deban entenderse aprobados o resueltos favorablemente por silencio administrativo de conformidad con la legislación aplicable.

6. Los instrumentos de ordenación urbanística cuyo procedimiento de aprobación se inicie de oficio por la Administración competente para su instrucción, pero cuya aprobación definitiva competa a un órgano de otra Administración, se entenderán definitivamente aprobados en el plazo que señale la legislación urbanística.

7. En todo caso, en la tramitación de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística deberá asegurarse el trámite de audiencia a las Administraciones públicas cuyas competencias pudiesen resultar afectadas.

Partiendo de dicha rearticulación, el art. 11 TRLS/08 reafirma el derecho individual y colectivo en su vertiente de mandato dirigido a los poderes públicos correspondientes, extendiéndose su objeto hasta los instrumentos destinados a la ejecución de la ordenación e incluso a los convenios urbanísticos, y enfatizándose que el plazo mínimo por el que debe prolongarse la información pública -cauce procedimental para tal participación- será el fijado con carácter general en la legislación básica estatal en materia de procedimiento administrativo  (11) , esto es nunca inferior a veinte días (art. 86.2 Ley 30/1992).

Diseña el art. 11.3 TRLS/08 un mecanismo para facilitar la accesibilidad a los contenidos del acto objeto de la información pública, el denominado «resumen ejecutivo» que deberá estar en todo caso en la documentación expuesta al público, con unos determinados mínimos gráficos y literarios, esbozando de manera complementaria un cierto mandato a las Administraciones urbanísticas para extender a los nuevos vehículos tecnológicos los medios de divulgación tanto de la apertura del trámite en que tal participación ciudadana puede tener lugar cuando dé la accesibilidad a los contenidos concretos de la ordenación a la sazón vigente  (12) .

Otras implicaciones de la clara potenciación que ha obtenido el principio de participación ciudadana en el establecimiento de la ordenación -en la medida en que ésta se identifica con las disposiciones de carácter general en cuya elaboración aquél ha de salvaguardarse por exigencia constitucional (art. 106 CE)- las ha suministrado la jurisprudencia y no deben desconocerse en cuanto ha venido a integrar el régimen jurídico de este trámite en sus diversas perspectivas.

Por su importancia se ha de resaltar la imperiosa necesidad de que las alegaciones o cualesquiera manifestaciones efectuadas por los ciudadanos en el trámite de información pública permanezcan incorporadas desde el momento de su emisión en el respectivo expediente, de modo que acompañen al resto de su contenido en los trámites subsiguientes hasta su aprobación definitiva, es decir, incluyendo los traslados para emisión de informes ulteriores por otras Administraciones y, obviamente, para obtención, en su caso, de aquella aprobación cuando correspondiere otorgarla a Administración distinta a la competente para fases previas.

La inobservancia de esta prescripción es sancionada por la jurisprudencia con el máximo rigor, la nulidad del acto aprobatorio del Plan en cuya tramitación ha concurrido ese vicio, toda vez que se estima aquélla vicio esencial del procedimiento al menoscabar la efectividad del principio de participación ciudadana en la elaboración de los planes urbanísticos, proyección en este campo del derecho ex art. 106 (STS 24 septiembre 1999, recurso casación 2023/1996)  (13) .

II.  LOS PRINCIPIOS DE PARTICIPACIÓN Y PUBLICIDAD

Ambos principios van indisolublemente unidos, no es entendible la participación sin la publicidad  (14) , de aquí que pese a que tengan connotaciones distintas hay que verlos como un todo.

El principio de participación por su importancia y trascendencia va más allá de su carácter formal, tal y como lo ha puesto de relieve la STS 25 de febrero de 2003, en la que se dice que:


«... se requiere que se produzca diálogo, "participación" y "respeto", pero nada de esto hay cuando la administración no realiza acto alguno que demuestre que lo alegado ha sido tomado en consideración de alguna manera en la decisión final.

Es necesario que las alegaciones y sugerencias sean objeto de consideración y reflexión debidas. No puede cumplirse un trámite por la mera puesta en conocimiento del destinatario si luego se orillan y desconocen las consideraciones.

La doctrina es unánime en punto a exigir una plena aceptación de las normas por parte de la comunidad que las ha de cumplir y respetar si no se quiere su desconocimiento social. Ello exige que las normas superen diversos test, el primer de ellos el del procedimiento de su elaboración.»



La participación se manifiesta asimismo de dos formas:


	
- Participación formal. 

	
- Participación de hecho. 



La primera tiene lugar o se produce mediante su reconocimiento que tiene lugar en los distintos textos normativos de carácter urbanísticos, en los que se establecen los cauces formales a través de los cuales los ciudadanos podrán acceder a los documentos que se someten a consulta pública, dentro de los plazos que al efecto se establezcan y mediante su difusión en los medios de publicidad que al efecto se establezca.

La participación de hecho se integra por su parte por el conjunto de medidas y actuaciones, no previstas legalmente pero igualmente legítimas y democráticas, que inciden sobre la actuación urbanística de manera, en ocasiones, decisiva  (15) .

Concretamente se trata de las campañas que a favor o en contra, promovidas desde los distintos medios de comunicación (prensa, televisión, radio) que condicionan o determinan una concreta opción urbanística. También en la misma línea hay que destacar los movimientos vecinales con sus variopintas manifestaciones (manifestaciones callejeras, caceroladas, asambleas, cortes de tráfico, pancartas colgantes, asistencia masiva a plenos municipales, etc.) de incontestable eficacia, sin olvidar el no menos eficaz recurso a las consultas populares cuyo resultado se hace, política y socialmente, inapelable  (16) .

Por su parte el principio de publicidad permite hacer posible la participación ciudadana, ya que ésta tiene lugar a partir del momento en el que los instrumentos de planeamiento o de gestión salen a la luz, a través de su publicación en los medios dispuestos para ello (Boletines, diarios, tablón de anuncios). La publicidad es la garantía de que la actuación urbanística se hace con transparencia.

III.  LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL DERECHO DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

El derecho de las distintas Comunidades Autónomas en materia de urbanismo, siguiendo los principios del derecho estatal, recogen la participación ciudadana como un derecho de los ciudadanos que ha de ser fomentado y garantizado por la Administración.

La participación ciudadana se configura dentro del derecho urbanístico como un principio de la propia actividad urbanística, recayendo en la Administración el deber de su ejercicio, estableciendo los cauces necesarios que aseguren la participación.

La participación se puede ejercer de la formulación de:


	
- Propuestas y alegaciones. 

	
- Iniciativas. 

	
- Sugerencias. 

	
- Peticiones. 



El momento de la participación se produce como consecuencia del trámite de información pública al que se somete la iniciativa de planeamiento y durante el período en que el mismo esté expuesto al público, a través de la publicación de los correspondientes edictos o anuncios en el tablón de anuncios del Ayuntamiento, Boletín Oficial y diario de difusión local.

CUADRO RESUMEN



	COMUNIDAD AUTÓNOMA
	NORMA
	ARTÍCULO/PRINCIPIOS




	ANDALUCÍA
	LOUA
	
* 6

- derecho a participar

- fomentar y asegurar la participación





	ARAGÓN
	LUA
	
* 8

- derecho a participar





	CANARIAS
	TRLOTCAN
	
* 8

- fomentar y asegurar la participación 





	CANTABRIA
	LOTRUSCA
	
* 7

- colaboración con la administración

- fomento de la participación





	CASTILLA-LA MANCHA
	TRLOTAU
	
* 8

- fomentar y asegurar la participación 





	CASTILLA Y LEÓN
	LUCyL
	
* 6

- promover la participación





	CATALUÑA
	
TRLUCAT

D 305/06


	
* 8

- fomentar los derechos de iniciativa, de información y de participación





	COMUNIDAD DE MADRID
	LSM
	
* 5

- presentar iniciativas, propuestas, sugerencias y alegaciones





	COMUNIDAD VALENCIANA
	LUV
	
* 6

- formular iniciativas, propuestas, presentar alegaciones y peticiones.

- Derecho a participar





	EXTREMADURA
	LSOTEX
	
* 7

- fomentar y, en todo caso, asegurar la participación ciudadana





	GALICIA
	LOUGA
	
* 3

- canalizar y fomentar la iniciativa privada





	LA RIOJA
	LOTULR
	
* 10

- asegurar el derecho de iniciativa y el de información

- fomentar la participación





	NAVARRA
	LFOTU
	
* 7

- participación ciudadana y garantizar los derechos de información e iniciativa





	PAÍS VASCO
	LSUPV
	
* 8

- favorecer y facilitar la participación





	PRINCIPADO DE ASTURIAS
	TROTUPA
	
* 7

- favorecer y facilitar la participación





	REGIÓN DE MURCIA
	TRLSRM
	
* 9

- favorecer y facilitar la participación







La normativa de las Comunidades Autónomas que recogen el derecho de participación ciudadana en materia de urbanismo está representada por los siguientes preceptos, y con el contenido que en los mismos se indican:

1.  Andalucía

* LOUA

Art. 6. La participación ciudadana.

1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los procesos de elaboración, tramitación y aprobación de instrumentos de ordenación y ejecución urbanística, en las formas que se habiliten al efecto, y en todo caso, mediante la formulación de propuestas y alegaciones durante el período de información pública al que preceptivamente deban ser aquéllos sometidos. También tienen el derecho a exigir el cumplimiento de la legalidad urbanística tanto en vía administrativa como en vía jurisdiccional, mediante las acciones que correspondan.

2. En la gestión y desarrollo de la actividad de ejecución urbanística, la Administración actuante debe fomentar y asegurar la participación de los ciudadanos y de las entidades por éstos constituidas para la defensa de sus intereses, así como velar por sus derechos de información e iniciativa.

2.  Aragón

* LUA

Art. 8. Principios.

La actividad urbanística se desarrollará para la consecución de los objetivos establecidos en el artículo siguiente conforme a los siguientes principios:

e) Participación ciudadana, habilitando en los procedimientos para la adopción de decisiones urbanísticas los trámites de información y audiencia pública en los términos establecidos en las leyes.

Art. 20. Derechos del ciudadano.

Las Administraciones públicas orientarán su actuación urbanística a la consecución de los derechos constitucionales de los ciudadanos. Su garantía, reconocimiento, respeto y protección informarán el planeamiento y la gestión urbanística, promoviendo los siguientes derechos:

h) A la participación en los procedimientos de aprobación de instrumentos de ordenación y de cualesquiera instrumentos de ejecución y aplicación de éste.

3.  Canarias

* TRLOTCAN

Art. 8. Participación ciudadana.

En la gestión y el desarrollo de la actividad de ordenación de los recursos naturales, territorial y urbanística, la Administración actuante deberá fomentar y, en todo caso, asegurar la participación de los ciudadanos y de las entidades por éstos constituidas para la defensa de sus intereses y valores, así como velar por sus derechos de información e iniciativa. En todo caso, los ciudadanos tienen el derecho a participar en los procedimientos de aprobación de instrumentos de ordenación y ejecución mediante la formulación de alegaciones en el período de información pública al que preceptivamente deban ser aquéllos sometidos, así como a exigir el cumplimiento de la legalidad, mediante el ejercicio de la acción pública ante los órganos administrativos y judiciales.

4.  Cantabria

* LOTRUSCA

Art. 7. Iniciativa y participación privada.

1. Los particulares, en los términos previstos por la legislación y el planeamiento urbanístico, podrán colaborar con las Administraciones públicas competentes en el desarrollo de la actividad urbanística, especialmente en la formulación, tramitación y ejecución del planeamiento. Dicha participación habrá de ser fomentada y facilitada por las Administraciones públicas competentes.

2. La participación en la gestión urbanística y en la conservación de las urbanizaciones podrá tener lugar mediante la creación de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, que tendrán personalidad jurídica propia y, cuando ejerzan funciones públicas, naturaleza administrativa. La creación y pertenencia a dichas Entidades será obligatoria en los supuestos previstos en esta Ley, en sus normas de desarrollo o en el planeamiento urbanístico.

5.  Castilla-La Mancha

* TRLOTAU

Art. 8. La participación de los sujetos privados en la actividad administrativa urbanística.

1. En la gestión y el desarrollo de la actividad de ordenación territorial y urbanística, la Administración actuante deberá fomentar y, en todo caso, asegurar la participación de los ciudadanos y de las entidades por éstos constituidas para la defensa de sus intereses, así como velar por sus derechos de información e iniciativa.

2. Corresponden a todos, además de los reconocidos por la legislación general básica de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y Procedimiento Administrativo Común, los siguientes derechos:

a) Comparecer y proponer soluciones y efectuar alegaciones en cualesquiera procedimientos de aprobación de instrumentos de planeamiento o de ejecución de éstos.

b) Formular y presentar a la Administración competente propuestas de instrumentos de planeamiento, salvo los de planeamiento municipal general.

c) Promover la urbanización, interesando la adjudicación de la ejecución de la misma en los términos de esta Ley, salvo que la Administración actuante opte por la gestión directa.

d) Exigir el cumplimiento de la legislación urbanística.

3. Corresponde asimismo a todos, en ejercicio de la libertad de empresa, el derecho a participar, en igualdad de condiciones, en los concursos para la adjudicación de la actividad de ejecución del planeamiento mediante la realización de las pertinentes obras de urbanización y, en su caso, edificación o rehabilitación de la existente.

4. Corresponden a los propietarios de suelo, además de los enunciados en los dos números anteriores, los derechos de:

a) Preferencia respecto de los no propietarios en los concursos para la adjudicación de la actividad de ejecución del planeamiento, en los términos dispuestos por esta Ley.

b) Edificación, cuando el planeamiento urbanístico autorice directamente la construcción en las unidades finales de aprovechamiento urbanístico, por tener éstas ya la condición de solares, o la edificación sea legítima, tras la ejecución de las obras de nueva urbanización o reforma de la existente, realizadas con arreglo al referido planeamiento y la materialización de la atribución del aprovechamiento correspondiente a la Administración actuante y de la transferencia de excedente que de éste prevea el planeamiento, en su caso.

c) Ejecución de las obras de urbanización, necesarias previa o simultáneamente a la edificación, para convertir la parcela en solar, siempre que el suelo no deba quedar sujeto a actuaciones urbanizadoras con arreglo a esta Ley, a las normas que la desarrollen y al planeamiento.

6.  Castilla y León

* LUCyL

Art. 6. Participación social.

Las Administraciones públicas procurarán que la actividad urbanística se desarrolle conforme a las necesidades y aspiraciones de la sociedad de Castilla y León, promoviendo la más amplia participación social y garantizando los derechos de información e iniciativa de los particulares y de las entidades constituidas para la defensa de sus intereses.

7.  Cataluña

* TRLUCAT

Art. 8. Publicidad y participación en los procesos de planeamiento y de gestión urbanísticos.

1. Se garantizan y se tienen que fomentar los derechos de iniciativa, de información y de participación de la ciudadanía en los procesos urbanísticos de planeamiento y de gestión.

2. Los ayuntamientos pueden constituir voluntariamente consejos asesores urbanísticos, como órganos locales de carácter informativo y deliberativo, a los efectos establecidos por el apartado 1.

3. Los procesos urbanísticos de planeamiento y de gestión, y el contenido de las figuras del planeamiento y de los instrumentos de gestión, incluidos los convenios, están sometidos al principio de publicidad.

4. Todo el mundo tiene derecho a obtener de los organismos de la administración competente los datos certificados que les permitan asumir sus obligaciones y el ejercicio de la actividad urbanística.

5. Deben regularse por reglamento las formas de consulta y divulgación de los proyectos urbanísticos, los medios de acceso de la ciudadanía a dichos proyectos y a los documentos correspondientes y la prestación de asistencia técnica para que puedan comprenderlos correctamente.

6. Los organismos públicos, los concesionarios de servicios públicos y los particulares deben facilitar la documentación y la información necesarias para la redacción de los planes urbanísticos.

7. En materia de planeamiento y de gestión urbanísticos, los poderes públicos deben respetar la iniciativa privada, promoverla en la medida más amplia posible y sustituirla en los casos de insuficiencia o de incumplimiento, sin perjuicio de los supuestos de actuación pública directa.

8. La gestión urbanística se puede encargar tanto a la iniciativa privada como a organismos de carácter público y a entidades, sociedades o empresas mixtas.

* Decreto 305/2006, de 18 de julio. Aprueba el Reglamento de la Ley de Urbanismo

Derecho a la participación ciudadana

Art. 21. Fomento de la participación ciudadana en los procesos de planeamiento y gestión urbanísticos.

Las administraciones urbanísticas tienen que fomentar la participación de los ciudadanos y de las ciudadanas en la tramitación de los instrumentos de planeamiento y gestión urbanísticos y, en todo caso, tienen que someter estos instrumentos a los trámites de información pública previstos en la Ley de Urbanismo y en este Reglamento.

Art. 22. Programas de participación ciudadana en el proceso de planeamiento.

22.1. Para facilitar la participación en el proceso de formulación de los instrumentos de planeamiento urbanístico, la administración competente puede aprobar el correspondiente programa de participación ciudadana, de acuerdo con lo establecido por el art. 105 de este Reglamento.

22.2. El programa de participación ciudadana expresa las medidas y actuaciones previstas para facilitar tanto la divulgación y la comprensión de los objetivos y del contenido de los trabajos de planeamiento, como la formulación de alegaciones, sugerencias o propuestas alternativas en el marco del trámite de información pública, y puede referirse a las fases y contenidos siguientes:

a) Contenido en relación a la fase previa al período de información pública:

1.º Acciones de información y comunicación, que difundan el acuerdo de iniciar el planeamiento y faciliten los datos necesarios para dar conocimiento suficiente de su alcance y características. Estas acciones pueden comprender la publicación y exposición al público de un avance del instrumento de planeamiento y la realización de actos informativos, conferencias, presentación de estudios previos y otros instrumentos similares.

2.º Canales de participación, donde se definan los diferentes instrumentos que se pondrán a disposición de la ciudadanía y las instituciones para recoger sus opiniones, así como para facilitar el debate y la presentación de propuestas. Se pueden incluir encuestas, entrevistas, debates en grupo, talleres de propuestas y similares. En todo caso, los canales previstos tienen que buscar la intervención de los sectores de población significativos en el territorio y no limitarse a un llamamiento genérico a la participación. Estas actuaciones pueden ser complementadas con medios telemáticos.

3.º Sistema de recogida y análisis de las aportaciones realizadas y la presentación del informe de resultados de este proceso.

b) Contenido en relación al período de información pública:

1.º Mecanismos de información sobre la ordenación propuesta por el instrumento aprobado inicialmente.

2.º Mecanismos de información para dar a conocer la apertura de este período y el sistema de recogida de alegaciones y propuestas de manera que facilite su presentación, habilitando los medios y los espacios adecuados de acuerdo con las características del territorio.

c) Contenido en relación a la fase posterior al período de información pública:

1.º Realización de un informe de valoración de las propuestas e iniciativas presentadas en todas las fases del procedimiento de elaboración.

2.º Mecanismos de publicidad del contenido del informe de valoración.

22.3. El acuerdo de aprobación del programa de participación ciudadana se publica por edicto en el diario o Boletín Oficial que corresponda y su contenido puede ser objeto de consulta pública en las dependencias y en el horario que el edicto señale, sin perjuicio de la adopción de cualquier otro medida de divulgación o publicidad.

Art. 23. Convocatoria de información pública en los procedimientos urbanísticos.

23.1. La información pública en la tramitación de procedimientos de planeamiento y de gestión urbanísticos se debe convocar mediante edictos de acuerdo con las siguientes reglas:

a) Cuando se trate de la tramitación de planes directores urbanísticos, planes de ordenación urbanística municipal o plurimunicipal, programas de actuación urbanística municipal o comarcal, revisión-adaptación de figuras de planeamiento general a la Ley de Urbanismo, normas de planeamiento y planes parciales de delimitación, así como cuando se trate de la revisión de los planes y normas mencionados, los edictos se tienen que publicar en el diario oficial o Boletín Oficial que corresponda y en dos de los diarios de prensa periódica de más divulgación en el ámbito municipal o supramunicipal al que se refiera el proyecto en tramitación.

b) Cuando se trate de la tramitación de modificaciones puntuales de las figuras de planeamiento objeto del apartado anterior así como de tramitar planes urbanísticos derivados, instrumentos de gestión urbanística y de procedimientos para la aprobación de proyectos en suelo no urbanizable, los edictos se tienen que publicar en el diario oficial o Boletín Oficial que corresponda y en uno de los diarios de prensa periódica de más divulgación en el ámbito municipal o supramunicipal al que se refiera el proyecto en tramitación.

c) Cuando se trate de la tramitación de procedimientos para la autorización de usos y obras de carácter provisional, basta con la publicación del edicto en el diario oficial o Boletín Oficial correspondiente.

23.2. Además de lo que establece el apartado anterior, la Administración de la Generalidad y los ayuntamientos de más de 10.000 habitantes tienen que dar a conocer por medios telemáticos la convocatoria de información pública en los procedimientos de planeamiento y gestión urbanísticos que tramiten, y en el caso de instrumentos de planeamiento también deben garantizar la consulta del proyecto por estos medios.

23.3. Los edictos tienen que indicar

a) El instrumento o expediente sometido a información pública.

b) El plazo de exposición al público del proyecto o del instrumento de que se trate.

c) La dirección y el horario de la oficina o dependencia en la cual se puede ejercitar el derecho de información.

d) En su caso, el medio telemático donde puede consultarse el instrumento o expediente.

23.4. El plazo de información pública se computa desde la última publicación obligatoria, entre las reguladas en el apartado 1; cuando además se practique la notificación individualizada, el cómputo, para cada una de las personas interesadas, se hace desde la notificación, salvo que la última publicación obligatoria sea posterior.

23.5. Durante el período de información pública todas las personas, físicas o jurídicas, pueden:

a) Consultar la documentación, escrita y gráfica, que integra el instrumento o expediente y obtener copias. A tales efectos las administraciones competentes están obligadas a garantizar, desde el inicio del período de información pública, la consulta y la obtención de copias de la documentación.

b) Presentar alegaciones o sugerencias, así como los informes o documentos que consideren oportuno aportar en relación al instrumento o expediente sometido a información pública.

Art. 24. Consejos asesores urbanísticos.

24.1. Los ayuntamientos pueden constituir, de acuerdo con el art. 8.2 de la Ley de Urbanismo, consejos asesores urbanísticos, con las facultades informativas y deliberativas que en cada caso se les reconozcan, como pueden ser:

a) Proponer medidas y actuaciones para incluirlas en el Programa de participación ciudadana y hacer el seguimiento de su puesta en práctica.

b) Formular y plantear criterios y alternativas de ordenación.

c) Considerar las propuestas del planeamiento para garantizar los objetivos del desarrollo urbanístico sostenible.

d) Opinar sobre las alegaciones presentadas.

e) Estudiar, proponer y seguir las medidas y las actuaciones a emprender para fomentar la participación ciudadana en la tramitación de las figuras de planeamiento derivado y de instrumentos de gestión cuando consideren que su trascendencia lo justifique. 24.2. Estos consejos estarán integrados por los miembros que designen los ayuntamientos, como por ejemplo representantes de otras administraciones públicas, corporaciones, asociaciones y otras instituciones de la sociedad civil, así como expertos en urbanismo, vivienda, medio ambiente y otras materias relacionadas con el urbanismo.

8.  Comunidad de Madrid

* LSM

Art. 5. Actividad de planeamiento urbanístico.

4. Los sujetos privados participan en el ejercicio de la potestad de planeamiento urbanístico mediante:

a) La formulación de iniciativas y propuestas, incluso en forma de proyectos de instrumentos de planeamiento, en los casos en que así esté expresamente previsto en la presente Ley.

b) La intervención en los procedimientos de aprobación de los instrumentos de planeamiento mediante sugerencias y alegaciones.

La formulación de iniciativas y propuestas, así como la de sugerencias y alegaciones, en ningún caso genera derecho a obtener su aprobación o estimación, pero sí a un pronunciamiento motivado sobre las mismas.

9.  Comunidad Valenciana

* LUV

Art. 6. Participación de los particulares.

1. Las personas privadas podrán formular iniciativas y propuestas para el desarrollo de la actividad urbanística y colaborar en ella en los términos de la presente Ley.

2. Asimismo participarán en la adopción de las decisiones mediante los trámites de información pública y audiencia que se disponen en los respectivos procedimientos.

3. Los particulares tienen derecho a formular alegaciones y peticiones en relación con la actividad urbanística, las cuales se regirán por las normas generales del procedimiento administrativo común y las que regulan el ejercicio del derecho de petición, sin perjuicio de las particularidades de los procedimientos establecidos en la presente Ley.

4. Todo interesado tiene derecho a que la administración competente le informe por escrito, en el plazo de un mes, del régimen y condiciones de ordenación, gestión, uso, aprovechamiento y programación urbanísticos aplicables a una parcela o ámbito determinado.

5. Se reconoce a todos los ciudadanos, propietarios o no, la participación en la actividad administrativa de ejecución del planeamiento, en los términos establecidos en el Título III de esta Ley.

6. Los Ayuntamientos deben establecer cauces de participación de los ciudadanos, además de los trámites de información pública, en las decisiones que afecten a la ordenación y ejecución de los planes y proyectos con incidencia en el territorio, cuya promoción les corresponda. Asimismo los Ayuntamientos intervendrán en las Juntas de Participación de Territorio y Paísaje, y en cuantas otras instituciones de participación de ámbito supramunicipal puedan crearse al amparo de la legislación en materia de territorio y paísaje de acuerdo con lo que establezca su legislación reguladora.

10.  Extremadura

* LSOTEX

Art. 7. Participación ciudadana.

En la gestión y el desarrollo de la actividad de ordenación territorial y urbanística, la Administración actuante deberá fomentar y, en todo caso, asegurar la participación de los ciudadanos y de las entidades por éstos constituidas para la defensa de sus intereses, así como velar por sus derechos de información e iniciativa. En todo caso, los ciudadanos tienen derecho a participar en los procedimientos de elaboración y aprobación de los instrumentos de ordenación y ejecución mediante la formulación de alegaciones en el período de información pública al que preceptivamente deban ser aquéllos sometidos, así como a exigir el cumplimiento de la legalidad, mediante el ejercicio de la acción pública ante los órganos administrativos y judiciales.

A tal efecto, las Administraciones competentes asegurarán:

1) El libre acceso de los administrados a los documentos que integran los documentos de planeamiento y sus expedientes, durante los períodos de información pública y posteriormente, una vez entren en vigor.

2) El derecho de todo administrado a la información, por medios fehacientes y en plazo, del régimen urbanístico aplicable a una finca o ámbito de ordenación.

3) El uso de términos y expresiones inteligibles para cualquier clase de administrado, de modo que los efectos de las determinaciones de los documentos urbanísticos les sean conocidos sin dificultad.

4) La audiencia a cuantas asociaciones y colectivos resulten directamente afectados por las medidas dispuestas en los proyectos de planeamiento, facilitando la más cabal comprensión de su contenido a través de los medios de divulgación y participación que fueren precisos.

5) La justificación de las garantías establecidas para la participación ciudadana, a través de la elaboración de los anejos documentales comprensivos del desarrollo íntegro del proceso de participación, que podrá consultarse con el resto de documentación del planeamiento cuando éste fuere aprobado.

11.  Galicia

* LOUGA

Art. 3. Ámbito de la competencia urbanística.

7. La gestión pública canalizará y fomentará, en la medida más amplia posible, la iniciativa privada y la sustituirá cuando ésta no alcanzase a cumplir los objetivos necesarios, con las compensaciones que la presente Ley establece.

12.  La Rioja

* LOTULR

Art. 10. Participación ciudadana.

1. Las Administraciones públicas competentes fomentarán la participación de los particulares en la formulación, tramitación y gestión del planeamiento territorial y urbanístico y en la ejecución de las políticas públicas de suelo y vivienda, sin perjuicio de la posibilidad de su gestión directa por la Administración. En particular se deberá asegurar el derecho de iniciativa y el de información a los particulares y a las entidades representativas de los intereses que resulten afectados.

2. La participación en la gestión urbanística podrá tener lugar mediante la creación de entidades urbanísticas colaboradoras, con personalidad jurídica propia y, cuando así se determine, naturaleza administrativa. La creación y pertenencia a estas entidades será obligatoria únicamente en los supuestos expresamente previstos en esta Ley o las disposiciones que la desarrollen.

3. La Administración de la Comunidad Autónoma y los Municipios podrán suscribir, conjunta o separadamente, convenios de carácter administrativo con otras Administraciones o con particulares, con el fin de colaborar, de acuerdo con los principios de publicidad y transparencia, en el eficaz desarrollo de sus competencias de ordenación del territorio y urbanismo.

13.  Navarra

* LFOTU

Art. 7. Participación ciudadana.

1. Las Administraciones públicas procurarán que la actividad de ordenación del territorio y urbanismo se desarrolle conforme a las necesidades y aspiraciones de la sociedad de la Comunidad Foral de Navarra, del presente y del futuro, promoviendo un desarrollo territorial y urbanístico sostenible, suscitando la más amplia participación ciudadana y garantizando los derechos de información e iniciativa de los particulares y de las entidades constituidas para la defensa de sus intereses.

2. En todo caso, cualquiera de los instrumentos de ordenación del territorio o urbanísticos contemplados en esta Ley Foral será sometido a un período no menor de veinte días de participación ciudadana, mediante la exposición pública y, en su caso, audiencia a las entidades locales, previamente a su aprobación definitiva.

14.  País Vasco

* LSUPV

Art. 8. Principio de participación ciudadana.

1. La ordenación urbanística se formulará, tramitará, aprobará y ejecutará favoreciendo y facilitando la participación, en todas sus formas, de las personas físicas o jurídicas, con garantía de las expresamente previstas en esta Ley.

2. El principio de participación comportará el derecho a:

a) Comparecer como interesado, sin necesidad de acreditar legitimación especial, en los procedimientos de tramitación del planeamiento, de ejecución y de disciplina urbanística.

b) Acceder y obtener copia, en la forma que se determine por cada administración pública de la documentación que obre en los archivos de las administraciones públicas competentes, sin otras limitaciones que las generales establecidas en las leyes.

c) Ejercer en vía administrativa y judicial, sin necesidad de legitimación especial, las acciones pertinentes para exigir de las administraciones públicas y de los sujetos privados el cumplimiento de la legislación y la ordenación urbanística.

Art. 108. Programa de participación ciudadana en el plan general.

El acuerdo municipal de inicio de la formulación, modificación o revisión de cualquier figura de planeamiento de ordenación estructural deberá estar acompañado de un programa de participación ciudadana en el que, según las características del municipio, se establecerán los objetivos, estrategias y mecanismos suficientes para posibilitar a los ciudadanos y ciudadanas y entidades asociativas el derecho a participar en el proceso de su elaboración. Entre estos mecanismos figurarán:

a) Sesiones abiertas al público explicativas del contenido del avance, en especial de las decisiones estratégicas de construcción de la ciudad y las posibles alternativas presentadas en la tramitación del expediente.

b) Posibilidad de celebrar consulta popular municipal, según la regulación establecida en la legislación básica de régimen local, en caso de graves controversias ciudadanas sobre alguno de los aspectos incluidos en el plan.

c) Material divulgativo, que deberá prepararse junto con los documentos legalmente exigidos para los instrumentos urbanísticos, al objeto de facilitar su difusión y comprensión.

Art. 109. Consejo Asesor del Planeamiento Municipal: funciones.

1. El Consejo Asesor del Planeamiento Municipal es un órgano local de carácter consultivo y deliberante para el cumplimiento de las funciones de concertación social en relación con el procedimiento de formulación, tramitación y aprobación de los planes urbanísticos, de existencia obligatoria en los municipios que tengan la competencia, propia o delegada, para la aprobación definitiva de planes generales.

2. El Consejo conocerá de cuantos estudios, programas, directrices y líneas de actuación elaboren o establezcan las administraciones responsables de la formulación del planeamiento general del municipio para coadyuvar a su elaboración, e informará, en todo caso, una vez iniciada la redacción técnica del plan general. El Consejo podrá recabar, conocer y emitir informe de cualquier otro plan o instrumento de ordenación urbanística.

3. La intervención del Consejo se manifiesta en documentos de análisis de las cuestiones que tome en consideración, que podrán contener propuestas o alternativas de carácter no vinculante para las Administraciones públicas.

4. Las propuestas o alternativas presentadas por el consejo ante la administración que apruebe el planeamiento y que no sean atendidas en la resolución de aprobación definitiva del mismo deberán ser contestadas motivadamente.

Art. 110. Composición del Consejo Asesor del Planeamiento Municipal.

Mediante reglamento municipal se determinará la composición, el funcionamiento, la constitución y la disolución del Consejo Asesor del Planeamiento Municipal, que deberá estar presidido por la alcaldía del municipio y contará con la presencia del concejal responsable del área de urbanismo. En todo caso, la composición de este órgano garantizará la presencia del movimiento asociativo vecinal y de representantes de entidades u organizaciones dedicadas a la protección y defensa medioambiental que intervengan en el término municipal.

15.  Principado de Asturias

* TROTUPA

Art. 7. Participación ciudadana.

1. Las Administraciones públicas velarán por que la actividad urbanística y de ordenación del territorio se desarrolle promoviendo la más amplia participación social, garantizando los derechos de información y de iniciativa de los particulares. La Administración urbanística deberá asegurar, en todo caso, la participación de los ciudadanos y de las entidades por éstos constituidas para la defensa de sus intereses.

2. Los ciudadanos tienen, en todo caso, el derecho a participar en los procedimientos de tramitación y aprobación de instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico o de ejecución de éstos mediante la formulación de alegaciones durante el período de información pública al que preceptivamente deban ser aquéllos sometidos, o de otras formas que se habiliten para fomentar la participación ciudadana.

3. La Administración urbanística actuante garantizará el acceso de los ciudadanos a los documentos que integran los planes e instrumentos de ordenación de territorio y urbanísticos durante los períodos de información pública y con posterioridad a su aprobación, en los términos previstos en el presente Texto Refundido.

* Decreto 278/2007

Art. 15. Participación e información ciudadana.

1. Las Administraciones públicas velarán por que la actividad urbanística y de ordenación del territorio se desarrolle promoviendo la más amplia participación social, garantizando los derechos de información y de iniciativa de los particulares. La Administración urbanística deberá asegurar, en todo caso, la participación de los ciudadanos y de las entidades por éstos constituidas para la defensa de sus intereses (art. 7.1 TROTU).

2. Los ciudadanos tienen, en todo caso, el derecho a participar en los procedimientos de tramitación y aprobación de instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico o de ejecución de éstos mediante la formulación de alegaciones durante el período de información pública al que preceptivamente deban ser aquellos sometidos, o de otras formas que se habiliten para fomentar la participación ciudadana (art. 7.2 TROTU).

3. La Administración urbanística actuante garantizará el acceso de los ciudadanos a los documentos que integran los planes e instrumentos de ordenación de territorio y urbanísticos durante los períodos de información pública y con posterioridad a su aprobación, en los términos previstos en el Texto Refundido (art. 7.3 TROTU) y demás normativa territorial y urbanística.

4. Para favorecer la participación ciudadana en los procedimientos de elaboración y tramitación de los instrumentos de planeamiento territorial y urbanístico o de ejecución de éstos, así como la divulgación y gestión administrativa de los que, tras su aprobación definitiva, se encuentren vigentes, las Administraciones públicas promoverán el empleo de medios telemáticos.

16.  Región de Murcia

* TRLUCAT

Art. 9. Participación ciudadana.

La dirección de la acción urbanística corresponde a los poderes públicos y la gestión urbanística puede corresponder a la Administración urbanística actuante, a la iniciativa privada y a entidades mixtas. La gestión pública, a través de la acción urbanizadora, ejecutará las políticas de suelo y suscitará en la medida más amplia posible la iniciativa privada.

En la formulación y tramitación de los planes y en su gestión, los órganos competentes deberán asegurar la mayor participación de los ciudadanos y, en particular, los derechos de iniciativa e información por parte de las entidades representativas de los intereses que resulten afectados y de los particulares.

IV.  LA POSTURA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Este derecho a la participación de los ciudadanos en el procedimiento de elaboración y gestión urbanística nos puede plantear la duda si realmente nos encontramos ante un derecho fundamental amparado en el art. 23.1 de la Constitución Española, al decir «Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes...». Sobre esta cuestión se ha pronunciado el Tribunal Constitucional en su Sentencia 119/1995 de 17 de julio, en la que se dice:


«El derecho al trámite de información pública previsto en la normativa urbanística no es un derecho de participación política incardinable en el art. 23.1 CE. Se trata de una participación en la actuación administrativa, que no es tanto una manifestación del ejercicio de la soberanía popular cuanto uno de los cauces de los que en un Estado social deben disponer los ciudadanos -bien individualmente, bien a través de asociaciones u otro tipo de entidades especialmente aptas para la defensa de los denominados intereses «difusos»- para que su voz pueda ser oída en la adopción de las decisiones que les afecten. Dicho derecho, cuya relevancia no puede ser discutida, nace, sin embargo, de la ley y tiene la configuración que el legislador quiera darle; no supone, en todo caso, una participación política en sentido estricto, sino una participación -en modo alguno desdeñable- en la actuación administrativa, de carácter funcional o procedimental, que garantiza tanto la corrección del procedimiento cuanto los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos. El hecho mismo de que muchas de estas formas de participación se articulen a través de entidades de base asociativa o corporativa pone de relieve su diferente naturaleza respecto de la participación política garantizada por el art. 23 CE; ésta, según tiene declarado el TC, es reconocida primordialmente a los ciudadanos uti cives y no en favor de cualesquiera categorías de personas -profesionalmente delimitadas, por ejemplo-.

El hecho de que el art. 23.1 CE garantice un derecho cuyo ejercicio requiere la intervención del legislador no puede significar, obviamente, que cualquier forma de participación en asuntos de interés social, económico, profesional, etc., prevista en la ley pase a integrarse en el ámbito constitucionalmente protegido por el precepto. La forma de razonar debe ser más bien la contraria: sólo cuando se está en el ámbito de la participación política a que se refiere el art. 23.1 CE la violación de una concreta forma de participación legalmente prevista puede reducirse en una violación del derecho fundamental. Desde esta perspectiva debe de entenderse la afirmación del TC de que el art. 23.1 no garantiza un derecho a que los ciudadanos participen en todos los asuntos públicos; cualquiera que sea su índole y su condición, pues para participar en los asuntos concretos se requiere un especial llamamiento o una especial competencia, si se trata de órganos públicos, o una especial legitimación, si se trata de entidades o sujetos de derecho privado, que la ley puede, en tal caso organizar. Ese especial llamamiento, necesario para cualquier tipo de participación, debe serlo además a intervenir directamente en la toma de decisiones políticas para que pueda considerarse como una facultad incluida en el ámbito constitucionalmente protegido del derecho de participaciónex  art. 23.1 CE. En consecuencia, para determinar si se está o no ante un derecho de participación política, encuadrable en el artículo, habrá que atender, no sólo a la naturaleza y forma del llamamiento, sino también a su finalidad: sólo allí donde la llamada participación compone, finalmente, el ejercicio, directo o por medio de representantes, del poder político -esto es, sólo allí donde se llame al pueblo como titular de ese poder- se está en el marco del art. 23.1 CE y podrá, por consiguiente, aducirse el derecho fundamental.

Para que la participación regulada en una ley pueda considerarse como una concreta manifestación del art. 23 CE es necesario que se trate de una participación política, es decir, de una manifestación de la soberanía popular, que normalmente se ejerce a través de representantes que, excepcionalmente, puede ser directamente ejercida por el pueblo, lo que permite concluir que el derecho de participación se circunscribe al ámbito de la legitimación democrática directa del Estado y de las distintas entidades territoriales que lo integran, quedando fuera otros títulos participativos que derivan, bien de otros derechos fundamentales, bien de normas constitucionales de otra naturaleza, o bien, finalmente, de su reconocimiento legislativo.

Según el art. 23.1 CE los ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. La expresión «asuntos públicos» resulta aparentemente vaga y, a primera vista, podría llevar a una interpretación extensiva del ámbito tutelado por el derecho que incluyera cualquier participación en asuntos cuyo interés trascienda el ámbito de lo privado; esta interpretación literalista de la expresión no es, desde luego, la única posible, y no parece tampoco la más adecuada cuando se examina el precepto en su conjunto y se conecta con otras normas constitucionales.

Es cierto que a través del trámite de información pública se dota de cierta legitimación popular al Plan de urbanismo aprobado -aunque tampoco puede olvidarse que en el caso de autos la legitimidad democrática le viene dada por haber sido aprobado por un Ayuntamiento elegido democráticamente-, pero su finalidad no es realizar un llamamiento al electorado para que ratifique una decisión previamente adoptada -ni para que determine el sentido de la que haya de adoptarse-, sino, más bien, instar a quienes tengan interés o lo deseen a expresar sus opiniones para que sirvan de fuente de información de la Administración y puedan favorecer así el acierto y oportunidad de la medida que se vaya a adoptar, así como establecer un cauce para la defensa de los intereses individuales o colectivos de los potencialmente afectados; se trata de un llamamiento a personas o grupos interesados al objeto de que puedan intervenir en el procedimiento de adopción de acuerdos. Evidentemente este último dato no quita relevancia a estas formas de participación que, por otra parte, se han visto reforzadas por el mandato contenido en el art. 9.2 CE, y que una vez establecidas no son disponibles para los poderes públicos, pudiendo incluso viciar de nulidad las disposiciones adoptadas con infracción de las mismas. Sin embargo, no resultan reconducibles al art. 23.1, por lo que no gozan de la protección especial del procedimiento preferente y sumario y del recurso de amparo a que se refiere el art. 53.2, ambos CE.»



V.  CUESTIONES Y PREGUNTAS

- El trámite de participación ciudadana tiene más sentido en la fase de avance de redacción del planeamiento que una vez aprobado el mismo inicialmente. En el primer caso podemos decir que estamos ante la creación/revisión de un planeamiento totalmente nuevo, necesitado de que a través de dicha participación se presenten sugerencias, alternativas de planeamiento, precisamente antes de la elaboración del documento que se expondrá al público una vez aprobado inicialmente.

- La esencia del urbanismo es la participación pública. Como nos recuerda una reiterada doctrina jurisprudencial, el Plan, elemento fundamental de nuestro ordenamiento urbanístico, dibuja el modelo territorial que se entiende, dentro de lo hacedero, más adecuado para el desarrollo de la personalidad y la convivencia. Corresponde a la Administración, con una intensa participación ciudadana para asegurar su legitimación democrática, el trazado de dicho modelo atendiendo a las exigencias del interés público: la ciudad es de todos y por tanto es el interés de la comunidad y no el de unos pocos, los propietarios de suelo, el que ha de determinar su configuración (STSJ Andalucía 23 de mayo de 2007).

- No es lo mismo participación ciudadana e información pública: el derecho de participación ciudadana reconocido en el art. 4.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 y después por el art. 6.1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, para hacer efectivo lo establecido en el art. 9.2 de la Constitución, y que tiene un significado distinto al trámite de información pública abierto cuando la voluntad de la Administración se ha manifestado en la aprobación inicial del Plan, dado que no se trata de si la demandante en la instancia ha sufrido o no indefensión sino de una infracción que ha impedido alcanzar el fin propuesto con el trámite omitido, que no es otro que lograr la elaboración de la norma urbanística con la más amplia participación ciudadana (STS 30 de septiembre de 2008 LA LEY JURIS 43/2009).

También la STSJ CATALUÑA 8 noviembre 2007 (LA LEY JURIS 2896309/2007) distingue entre participación ciudadana e información pública, diciendo que la primera tiene como finalidad la de formular sugerencias o alternativas, en tanto que la información pública proporciona actitudes más concretas y beligerantes respecto al Plan, como son las alegaciones, que habrían de deducirse por partes interesadas o afectadas, ya dentro del expediente administrativo.

- ¿Se vulnera la participación ciudadana si se omite la misma en el caso de que se produzcan modificaciones sustanciales y no se lleva a cabo un nuevo período de información pública?

Pese al carácter restrictivo y que con cautela ha de seguirse en la repetición del trámite de información pública, resulta que producidas modificaciones sustanciales resulta necesario proceder a la repetición de un segundo período de información pública. Así, STS 9 de diciembre de 2008 (LA LEY JURIS 10543/2009).

- ¿Existe distinción entre participación y audiencia?

La trascendencia de ello deriva de que la información pública constituye una manifestación de la participación administrativa funcional de los ciudadanos, teniendo como finalidad, a diferencia del trámite de audiencia, no la de garantizar derechos o intereses concretos, sino la de proporcionar a la Administración el mayor y mejor número de datos que pueda proporcionar una decisión más justa y objetiva, mediante una consulta previa y abierta a toda clase de alegaciones y sugerencias. STSJ Cantabria 14 de noviembre de 2005 (LA LEY JURIS 2160346/2005).

- ¿Es la publicación de los Planes urbanísticos requisito de su eficacia?

El derecho positivo configura la publicación de las normas como condición de eficacia de determinados actos administrativos, en especial los de categoría normativa.

En el plano urbanístico, se ha ido pasando por aplicación del principio constitucional de publicidad de las normas (art. 9.3 CE) de una exigencia de publicación de sólo el texto íntegro del acuerdo de aprobación definitiva (arts. 44 y 45 LS 1976 y 134 RP), a una exigencia de publicación del texto íntegro de las propias normas y ordenanzas de los diferentes planes (arts. 65.2 y 70.2 LRBRL).

Hoy en día está resuelta la problemática existente en tiempos pasados recientes acerca del alcance de la publicidad del contenido de los planes urbanísticos, con independencia de cuál sea la Administración que los apruebe, siendo requisito de eficacia, que no de validez la publicación íntegra del plan en el Boletín Oficial (Así, STSJ Andalucía -Granada- 28 de octubre de 1996).

- ¿Qué efectos produce la entrada en vigor de los Planes tras su publicación? (17) 

Los efectos que se producen son:

a. Publicidad. Reviste una doble dimensión, formal (accesibilidad del contenido de los Planes para general conocimiento) y material (derecho de información de todo ciudadano, ejercitable mediante la técnica de una consulta que debe evacuar necesariamente la Administración, a veces instrumentado a través de un documento tipo como es el de la denominada cédula urbanística).

b. Ejecutividad. Se asimila a la eficacia, es decir, a la aptitud para producir efectos jurídicos de modo inmediato, nota ésta que, tras la LRBRL, se predica de los Planes no tras su simple aprobación sino tras su publicación y el consiguiente transcurso de la vacatio legis preceptiva de quince días (art. 65.2 LRBRL).

c. Vinculatoriedad. Es una consecuencia de su carácter normativo y, en virtud del mismo, están obligados a su observancia tanto los poderes públicos como los particulares, lo cual supone simultáneamente la prohibición de los excepcionamientos singulares de ese deber (reservas de dispensación).

d. Legitimación expropiatoria. La legitimación expropiatoria dimanante de los planes se traduce en que su aprobación comporta la declaración de utilidad pública de las obras y la necesidad de ocupación de los inmuebles a efectos de su expropiación, como técnica conducente a la ejecución de las determinaciones de aquéllos.

VI.  JURISPRUDENCIA

STS 6 de mayo de 2002. Referencia LA LEY JURIS: 1134512/2002

- Doctrina general

DECIMOSEGUNDO. Finalmente, como motivo sexto se articula el siguiente:

«Infracción (en el concepto de violación) del art. 23 de la CE referente a la participación de los ciudadanos en los asuntos públicos y, entre ellos, en la formación tramitación de los instrumentos de ordenación urbanística, en relación con los arts. 41 del TRLS 1976 y 127 a 130 y 132 a 134 del RPU, al no haberse realizado en legal forma el trámite de información pública del Plan Parcial del Sector 56/2. Se esgrime este motivo de casación al amparo del ordinal 4.º del apartado 1 del art. 95 de la LJCA.»


Este motivo fue rechazado en nuestra sentencia de 7 Dic. 2001, con estas palabras:

«Ninguno de los preceptos invocados tiene relieve para esta casación. El art. 23.1 CE contempla el derecho fundamental a la participación ciudadana mediante mecanismos de democracia directa, semidirecta y, primordialmente, representativa, al elegir a los representantes del pueblo en las Cortes Generales y en las entidades territoriales que contempla el art. 137 de la Norma Fundamental pero, evidentemente, no reza para el trámite de información pública en la elaboración de un Plan Parcial. Tampoco guardan la relación debida con esta casación los preceptos restantes, que, al invocarse, reflejan el planteamiento erróneo de considerar la casación como una nueva instancia en la que se trata de reproducir -como se hace literalmente con la demanda- el debate habido ante la Sala a quo. La sentencia razona que las irregularidades que se denunciaron no tienen efectos invalidantes en aplicación de lo dispuesto en el art. 48.2 de la Ley de procedimiento administrativo, porque no ocasionaron indefensión a la entidad recurrente. Ese precepto es el que se debió citar en el motivo como infringido, en su caso, por la sentencia recurrida y la argumentación sobre él lo que se debió atacar en el motivo. Nada de esto se hace en el motivo en el que se siguen denunciando irregularidades como si la sentencia se hubiera equivocado al no darles la importancia que les confiere la recurrente. Es claro, sin embargo, que el art. 48.2 LPA fue correctamente interpretado y aplicado, ya que el proyecto estuvo sometido a información pública durante un mes y no produce indefensión la infracción de que un solo día de los treinta le haya sido imposible al recurrente examinar el proyecto ni las demás quejas de parecido tenor que se reproducen.»


STS 6 de mayo de 2002. Referencia LA LEY JURIS: 1136338/2002

- Modificación sustancial.

- Participación: art. 9.2 CE.

En tal sentido la Ley del Suelo estimula la participación ciudadana en la formulación y en la tramitación del planeamiento y el art. 132.3 b) del Reglamento de Planeamiento exige como ya se ha dicho una nueva información pública cuando tales definiciones determinan modificación sustancial, intensificando la trascendencia del trámite el principio de interpretación conforme a la Constitución, hoy proclamado expresamente por el art. 5.º de el LPOJ, pues el art. 9.2 de la carta magna exige de los poderes públicos facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política económica y social».

STS 2 de noviembre de 2005. Referencia EC: 1135/2006

- Modificación sustancial.

- Audiencia y participación.

El motivo no puede prosperar porque el procedimiento para la aprobación de los instrumentos de planeamiento viene establecido en la legislación urbanística, concretamente en los preceptos del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976, que también se citan como vulnerados por la sentencia recurrida (arts. 40 y 41) y en los preceptos del Reglamento de Planeamiento que los desarrollan, cuyo art. 130 sólo exige nuevo trámite de información pública cuando las modificaciones introducidas signifiquen un cambio sustancial en los criterios y soluciones aprobados inicialmente, y así lo ha entendido la Sala de instancia, recogiendo con total exactitud la doctrina jurisprudencial al respecto en el fundamento jurídico tercero de su sentencia, transcrito en el antecedente segundo de esta nuestra, llegando a la conclusión, después de analizar las modificaciones introducidas, de que éstas no eran sustanciales.

SEGUNDO. La recurrente en casación no parece disentir que las modificaciones no fuesen sustanciales sino que sostiene que lo dispuesto en el art. 84 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común es, en todo caso, aplicable a los interesados aun tratándose de la aprobación de instrumentos de planeamiento.

No cabe duda que el trámite de audiencia, previsto con carácter general en dicho precepto como una forma de participación ciudadana contemplada en el art. 105 de la Constitución, resulta ineludible, pero en este caso se respetó con el trámite de información pública una vez aprobada inicialmente la modificación puntual de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipales, de manera que no se ha desconocido la doctrina jurisprudencial invocada.

STSJ CANTABRIA 14 de noviembre de 2005. Referencia LA LEY JURIS: 2160346/2005

- Modificaciones sustanciales.

- Diferencia participación y audiencia.

La trascendencia de ello deriva de que la información pública constituye una manifestación de la participación administrativa funcional de los ciudadanos, teniendo como finalidad, a diferencia del trámite de audiencia, no la de garantizar derechos o intereses concretos, sino la de proporcionar a la Administración el mayor y mejor número de datos que pueda proporcionar una decisión más justa y objetiva, mediante una consulta previa y abierta a toda clase de alegaciones y sugerencias.

Además, el art. 86.1 de la LRJPAC señala que «El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de ésta lo requiera, podrá acordar un período de información pública», de lo que se infiere que no se establecen en la Ley los supuestos de exigibilidad del trámite, que quedará circunscrito a la conveniencia para la resolución del procedimiento.

Desde un punto de vista subjetivo, el trámite de información pública resulta ser más amplio que el trámite de audiencia, dado que para comparecer y formular alegaciones en dicho período, no resulta necesario ostentar una legitimación especial, de forma tal que no se precisa ostentar la condición de interesado, sino que pueden formular alegaciones cualquier persona física o jurídica que lo estime conveniente. La amplitud de la legitimación para intervenir en el trámite de información pública, viene confirmada por la derogación por la Ley 30/1992 del inciso de la norma procedente que se refería a la afectación «a sectores profesionales, económicos o sociales organizados corporativamente».

Asimismo respecto de la legitimación se ha de remarcar la incidencia que la participación o no en el trámite de información pública pueda tener a los efectos de permitir una posterior impugnación en vía jurisdiccional de la resolución que ponga fin al procedimiento. Como ya la doctrina jurídica ha sentado interpretando la Ley que «La incomparecencia en este trámite no impedirá a los interesados interponer los recursos procedentes contra la resolución definitiva del procedimiento» y, de otro que «La comparecencia en el trámite de información pública, no otorga, por sí mismo, la condición de interesado».

Y si bien es cierto el que las alegaciones realizadas en el trámite de información pública no tienen que ser necesariamente estimadas o tomadas en consideración por la Administración, la Ley concede a los intervinientes «el derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada, que podrá ser común para todas aquellas alegaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales».

Todas estas consideraciones se realizan al efecto de señalar la importancia del tramite de información pública y que aun cuando es innegable su carácter de procedimental y formal conllevan en ocasiones un elemento decisivo según se cumplan o no ante las consecuencias que su ausencia es susceptible de producir como lo es en el supuesto de la introducción de modificaciones sustanciales.

OCTAVO: El nudo gordiano del planteamiento sometido como primero y del que admitido como existente obviara entra en los otros es el referente a la cuestión la necesidad de realizar un nuevo trámite de información pública, en aquellos supuestos en los que como consecuencia de las alegaciones de los interesados, se introduzcan por la Administración, modificaciones sobre el texto inicialmente aprobado, Planándose hasta que punto es necesario, como requisito de validez, proceder a la apertura de un nuevo trámite de información pública, dado que en el presente supuesto únicamente se ha efectuado la información pública en el tramite de la aprobación inicial y no con posterioridad a pesar de los cambios o modificaciones que ha experimentado el Texto Refundido de la Revisión de la Normas Subsidiarias del Ayuntamiento de Polanco objeto del control jurisdiccional por esta Sala del presente recurso.

El concepto de modificaciones sustanciales, se encuentra delimitado en las sentencias del Tribunal Supremo de 27 de febrero y 23 de abril ambas del año 1996, en las que se sienta el criterio de que tales modificaciones implican que los cambios supongan alteración del modelo de planeamiento elegido, al extremo de hacerlo distinto no solamente diferente en aspectos puntuales y accesorios, habiendo de significar una alteración de la estructura fundamental del planeamiento elaborado, un nuevo esquema del mismo, que altere de manera importante y esencial sus líneas y criterios básicos y su propia estructura y, a contrario sensu, no cuando las modificaciones afecten a aspectos concretos del Plan, y no quede afectado el modelo territorial dibujado.

Si a lo largo del procedimiento de elaboración del plan se produce una «modificación sustancial» en su contenido, la legislación del suelo obliga a repetir el trámite de información pública, so pena de declarar su invalidez.

Esta modificación sustancial del proyecto puede producirse, bien como consecuencia de la información pública subsiguiente a la aprobación inicial, bien con ocasión del examen del proyecto por el órgano encargado de su aprobación definitiva, al observar algunas deficiencias que desee alterar, disponiendo el art. 132.3.b) del RP, que «... Si las deficiencias señaladas obligaren a introducir modificaciones sustanciales en el Plan, éste se someterá de nuevo a información pública y, en su caso, a audiencia de las Corporaciones Locales a cuyo territorio afecte, elevándose finalmente, y previo acuerdo de la Entidad, a la aprobación definitiva».

STSJ Cataluña 27 de enero de 2006. Referencia LA LEY JURIS: 2361326/2006

- Alcance.

Y qué duda cabe que esta participación no puede limitarse a la mera información pública de un Plan.

En este sentido, nuestro texto constitucional ya avanza en la línea de la Convención adoptada en Aarhus el 25.6.98 sobre el acceso a la información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en asuntos ambientales, al decir que la Ley regulará la audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas por la Ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.

Pero la prevención, que caracteriza la acción administrativa de defensa del medio ambiente y que aparece con carácter destacado en el texto constitucional, debe permitir que esta participación se produzca antes incluso y no sólo adoptada ya la decisión o en la fase inmediata previa.

STSJ Canarias 2 de octubre de 2006. Referencia LA LEY JURIS: 2407026/2006

- Vulneración del derecho a la participación pública.

La respuesta municipal no va precedida de informe técnico alguno. La praxis habitual en el período de información pública conlleva el informe previo de los técnicos municipales o de los redactores del plan respecto a las alegaciones, y la posterior respuesta municipal. Así el art. 130 del Reglamento de Planeamiento, Decreto 2159/1978 de 23 de junio, aplicable en virtud del art. 138 del mismo texto normativo, destaca que «El Organismo o Corporación que hubiese otorgado su aprobación inicial, a la vista del resultado de la información pública, de la audiencia a que se refiere el artículo anterior y de los informes emitidos, acordará la aprobación provisional con las modificaciones que, en su caso, procedieren». En el presente caso, y a la vista de las alegaciones presentadas fundadas en informes científicos no bastaba responder amparándose en un colectivo indeterminado de terceros cuyas opiniones ni siquiera figuran en el expediente. En definitiva, las alegaciones son desestimadas en base a datos que no figuran en el expediente, lo cual de por sí implica vulnerar la participación pública y de los ciudadanos en la tramitación de los instrumentos de ordenación. La ausencia de informes es patente, no figura un solo informe jurídico municipal en la tramitación del expediente, únicamente existe un informe del técnico Sr. Valentín al inicio del expediente en el que se imita a afirmar que «se observa que se ha cumplido lo indicado en las Normas Subsidiarias y que por tanto se debe iniciar los trámites de aprobación inicial para someterlo a información pública y remitirlo a las distintas instituciones para sus informes pertinentes».

STSJ Galicia 29 de marzo de 2007. Referencia LA LEY JURIS: 3203380/2007

- Doctrina general.

En cuanto al primero de los referidos motivos, es decir, las irregularidades de índole procedimental, se concretan por la asociación recurrente en el trámite de información pública, vía que en efecto tiene por fin asegurar la participación de la comunidad en la elaboración del planeamiento, dándole legitimación democrática.

Introducido dicho trámite, tímidamente, en la Ley de 1956, adquiere carta naturaleza en el Texto Refundido de 1976, en cuyo art. 4.2 se establece que «En la formalización, tramitación y gestión del planeamiento urbanístico, los Órganos competentes deberán asegurar la mayor participación de los interesados y en particular los derechos de iniciativa e información por parte de las Corporaciones, Asociaciones y particulares».

En parecidos términos al citado art. 4.2 del Texto Refundido de 1976 se expresa el art. 4.4 de la Ley 1/1997, de 24 de marzo, del Suelo de Galicia, y el art. 5.4 de la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de Ordenación Urbanística y Protección del Medio Rural de Galicia, leyes que, al igual que la legislación estatal, no concretan como debe asegurarse esa participación ciudadana, salvo la previsión en el art. 42 de la Ley 1/1997 y en el art. 85 de la Ley 9/2002, de que después de la aprobación inicial se procederá a abrir el trámite de información pública, como mínimo durante un mes -la Ley 9/2992 establece un máximo de dos meses- mediante el anuncio correspondiente en el DOGA y en dos de los periódicos de mayor circulación de la provincia. La concreción del trámite de información pública propiamente dicho, el posterior a la aprobación inicial, se encuentra en el art. 128 del Reglamento de Planeamiento Urbanístico, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, que en sus apartados 3 y 4 prevé que durante el período de información pública quedará el expediente a disposición de cualquiera que quiera examinarlo y que durante el mismo período se podrán deducir las alegaciones pertinentes.

STSJ Andalucía 23 de mayo de 2007. Referencia LA LEY JURIS: 2800770/2007

- Doctrina general.

Como nos recuerda reiterada doctrina jurisprudencial, el Plan, elemento fundamental de nuestro ordenamiento urbanístico, dibuja el modelo territorial que se entiende, dentro de lo hacedero, más adecuado para el desarrollo de la personalidad y la convivencia. Corresponde a la Administración, con una intensa participación ciudadana para asegurar su legitimación democrática, el trazado de dicho modelo atendiendo a las exigencias del interés público: la ciudad es de todos y por tanto es el interés de la comunidad y no el de unos pocos, los propietarios de suelo, el que ha de determinar su configuración. Y es claro que la potestad administrativa de planeamiento se extiende a la reforma de éste: la naturaleza normativa de los planes, por un lado, y la necesidad de adaptarlos a las exigencias cambiantes del interés público, por otro, justifican plenamente el ius variandi que en este ámbito se reconoce a la Administración.

STSJ Cataluña 8 noviembre 2007. Referencia LA LEY JURIS: 2896309/2007

- Repetición información pública: requisitos.

- Modificaciones sustanciales.

Sin desconocer la relevancia del trámite de información pública desde la perspectiva de garantizar y potenciar la participación ciudadana en la materia discrecional del planeamiento, y lejos de automatismos contrarios a la debida ponderación del caso, debe recordarse que la doctrina jurisprudencial, tanto para la elaboración de planes generales (art. 125 del Reglamento de Planeamiento) como para las normas complementarias y subsidiarias de planeamiento (art. 151.2 del mismo Reglamento), como para los planes especiales de reforma interior que afecten a barrios consolidados e incidan sobre la población afectada (art. 147.3), dista de ser tan tajante como la parte actora pretende, habiendo establecido que la repetición de la información pública en un Plan tendrá lugar cuando las modificaciones introducidas merezcan ser tenidas como sustanciales porque supongan un nuevo esquema de planeamiento y alteren, por tanto, de una manera esencial las líneas y criterios básicos del Plan y su propia estructura, quedando por ello afectado de igual manera el modelo territorial dibujado en el mismo, de tal modo no que parezca un Plan nuevo, sino que efectivamente lo sea, pues el primer supuesto no puede identificarse con el segundo, ni determina que haya de concederse un trámite de exposición al público que ya tuvo lugar, y cuya utilidad, además, no se concibe, ya que su finalidad es la de formular sugerencias o alternativas, en tanto que la información pública proporciona actitudes más concretas y beligerantes respecto al Plan, como son las alegaciones, que habrían de deducirse por partes interesadas o afectadas, ya dentro del expediente administrativo (por todas, sentencias de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, Sección Quinta, de 17 de marzo de 1992, 15 de julio de 1995 y 10 de junio de 1997). Habiéndose a su tenor declarado reiteradamente por esta misma Sala y Sección, en lo referido a las modificaciones del planeamiento urbanístico en general y en sintonía con aquella jurisprudencia, la necesaria observancia, caso por caso, del alcance de esas modificaciones y de la trascendencia de la omisión del trámite que nos ocupa, pues una cosa sería incidir en el modelo territorial general del planeamiento, lo que precisaría de una acentuación de la participación ciudadana en su desenvolvimiento, y otra muy distinta las meras modificaciones puntuales, en las que el trámite por cuyo incumplimiento se interesa la nulidad de lo actuado ni resulta procedente ni tiene sentido alguno o razón de ser.

STS 30 de septiembre de 2008. Referencia LA LEY JURIS: 43/2009

- Participación ciudadana e información pública: conceptos distintos.

Es indiscutible que la Administración urbanística incumplió en los trabajos de elaboración del Plan Especial impugnado lo dispuesto concordadamente por los arts. 125.1 y 147.3 del Reglamento de Planeamiento Urbanístico, de manera que es aplicable a tal actuación la doctrina de esta Sala del Tribunal Supremo, recogida, entre otras, en nuestras Sentencias de fechas 15 de enero de 2000 (recurso de casación 217/1994) y 23 de enero de 2003 (recurso de casación 5018/1999), según la cual la infracción del art. 125.1 del Reglamento de Planeamiento determina la nulidad del Plan aprobado, y ello por cuanto el hecho de que la demandante en la instancia haya formulado alegaciones en el período de información pública no subsana la omisión de la exposición al público de los trabajos preparatorios, pues en esta fase no se trata de la defensa de intereses particulares afectados sino de hacer efectivo el derecho de participación ciudadana reconocido en el art. 4.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 y después por el art. 6.1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, para hacer efectivo lo establecido en el art. 9.2 de la Constitución, y que tiene un significado distinto al trámite de información pública abierto cuando la voluntad de la Administración se ha manifestado en la aprobación inicial del Plan, dado que no se trata de si la demandante en la instancia ha sufrido o no indefensión sino de una infracción que ha impedido alcanzar el fin propuesto con el trámite omitido, que no es otro que lograr la elaboración de la norma urbanística con la más amplia participación ciudadana, razón por la que el primer motivo de casación alegado debe ser estimado para que, como pide la recurrente al articularlo, se repongan las actuaciones al trámite de sugerencias o alternativas previsto en los citados preceptos del Reglamento de Planeamiento Urbanístico.

STS 9 de diciembre de 2008. Referencia LA LEY JURIS: 10543/2009

- Participación pública en caso de modificaciones sustanciales.

Precisamente porque el derecho recogido en el art. 105 a) de la Constitución es un derecho de configuración legal -en esto compartimos el criterio de la Sala de instancia-, hemos de acudir a la regulación que del mismo hayan hecho el legislador estatal y autonómico en el ejercicio de sus respectivas competencias. Y en el ámbito al que se refiere la presente controversia, referido al procedimiento de elaboración de un Plan General de Ordenación Urbana, es referencia normativa obligada el art. 6.1 de la Ley 6/1998, sobre régimen del suelo y valoraciones, por ser este precepto -según determina la disposición final primera de la propia Ley 6/1998- una norma básica dictada en el ejercicio de competencias reservadas al legislador general en el art. 149.1.1.ª, 13.ª, 18.ª y 23.ª de la Constitución.

Por tanto, es de observancia ineludible la determinación contenida en esa norma básica en la que se dispone que la legislación urbanística garantizará la participación pública en los procesos de planeamiento y gestión. Este precepto tiene sus raíces en la regulación contenida en los arts. 40 y 41 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 y en los arts. 128, 130, 131 del Reglamento de Planeamiento aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, que, en lo que aquí interesa, establecen que el documento aprobado inicialmente debe ser sometido a información pública, y que ese trámite de información pública debe reiterarse después de la aprobación provisional cuando en ésta se introduzcan modificaciones sustanciales con relación al documento inicialmente aprobado (art. 130 del Reglamento de Planeamiento citado). Con esos antecedentes, aun admitiendo que la formulación del art. 6.1 de la Ley 6/1998 deja margen para que la participación pública se garantice por diversas vías, parece claro que no se observa la letra ni el espíritu de esa norma básica, y, en definitiva, que no se garantiza la participación pública en el proceso de planeamiento, cuando la legislación urbanística establece una regulación del procedimiento a seguir que excluye la segunda información pública aun cuando el documento aprobado inicialmente haya sufrido modificaciones sustanciales, y, además, sólo requiere la comunicación de tales modificaciones a los interesados personados en las actuaciones, lo que deja sin conocer las modificaciones acogidas durante la tramitación a todos los afectados que no estuviesen personados en el procedimiento (que quizá no se personaron ni formularon alegaciones, porque estaban conformes con el documento aprobado inicialmente).

Ya hemos señalado que, dada la formulación abierta del art. 6.1 de la Ley 6/1998, la legislación urbanística cuenta con un cierto margen para determinar la forma concreta de garantizar la participación pública en el proceso de planeamiento; pero cuando, como aquí sucede, el ordenamiento autonómico no ofrece ningún cauce para que aquel mandato de la norma básica encuentre efectiva realización, resulta procedente aplicar aquella fórmula en la que ese mandato ha encontrado su tradicional plasmación en nuestro ordenamiento y que consiste en la realización de una nueva información pública cuando durante la tramitación del planeamiento se han introducido modificaciones sustanciales.

A lo anterior no cabe oponer el hecho de que las recurrentes hayan conocido finalmente las modificaciones plasmadas en el planeamiento aprobado definitivamente. En primer lugar, porque ese conocimiento derivado de la publicación del acto de aprobación definitiva no proporcionó a las aquí recurrentes ninguna posibilidad de participar en el proceso de elaboración del planeamiento y no les dejó más opción que la de impugnarlo por no estar conformes con sus determinaciones, como efectivamente hicieron. En segundo lugar, porque el defecto de procedimiento que venimos señalando ha dejado sin posibilidad de participar en la elaboración del planeamiento a la generalidad de los ciudadanos, incluidos los directamente afectados por las modificaciones del planeamiento, exceptuando aquellos que por estar personados en el expediente hubiesen recibido una comunicación personal sobre las modificaciones introducidas en el acuerdo de aprobación provisional; lo que claramente contraviene el mandato contenido en el tantas veces citado art. 6.1 de la Ley 6/1998.

Constatado así que la regulación establecida en el art. 38.2.A de la Ley valenciana 6/1994 no garantiza la participación pública en el proceso de planeamiento, que es lo exigido de manera inequívoca en el art. 6.1 de la Ley 6/1998, debemos concluir que la sentencia recurrida ha infringido esta norma básica precisamente por no haberla aplicado ni tomado siquiera en consideración.
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El avance de planeamiento 



I.  INTRODUCCIÓN

Dentro del iter que se sigue en la elaboración del planeamiento, el avance de planeamiento es el primer eslabón en el que la participación pública hace uso de presencia, a través del cual el ciudadano puede conocer anticipadamente las líneas básicas del futuro plan  (1) , si bien ha tenido escaso valor jurisprudencial  (2) , hasta la STS de 23 de enero de 2003 que anula un plan urbanístico por no haberse seguido dicho trámite, despejando así las dudas que la STSJ Galicia de 15 de julio de 1999 estableció, al decir que la omisión del trámite de avance del plan, cuando es preceptivo, no es vicio que determine necesariamente la invalidez del plan.

Los avances del planeamiento se conectan directamente con la exigencia constitucional de participación ciudadana en aspecto tan esencial como el futuro desarrollo urbanístico, de forma que los ciudadanos puedan formular alternativas de planeamiento, sugerencias u observaciones a la ordenación futura  (3) .

La trascendencia de los avances radica precisamente en que están orientados a la participación ciudadana en el modelo urbanístico elegido y no exclusivamente a aspectos puntuales del mismo que pudieran ponerse de manifiesto en el trámite de información pública (4)  . Es, pues, un conjunto documental divulgable, apto para dinamizar la participación ciudadana, tanto la individual como la de asociaciones de vecinos y grupos inmobiliarios  (5) .

Estamos ante documentos que tienen la condición de borradores, útiles para obtener una aprobación del planeamiento representando un esquema general del correspondiente Plan  (6) . Frente a esta opinión se opinaba  (7)  que los avances del Plan se han convertido en papel mojado, toda vez que la variabilidad de los criterios de la Administración hacía inservibles las propuestas aceptadas a nivel de avance para ésta.

II.  EL AVANCE DE PLANEAMIENTO EN EL DERECHO URBANÍSTICO

Antes de iniciarse propiamente el procedimiento de tramitación de los planes, es frecuente que se sometan a información pública las prioridades de la futura ordenación, con el fin de pulsar la opinión ciudadana y orientar de este modo las previsiones contenidas en el citado instrumento  (8) .

Esta especie de borrador del plan, conocido en la praxis urbanística como «avance», sólo ha de elaborarse obligatoriamente en el caso de Planes Generales de Ordenación. En este supuesto, el resultado de dicho período, complementado en su caso con las modificaciones que el Ayuntamiento decida introducir a partir de las alegaciones presentadas deberá constituir la base del proceso de elaboración del Plan  (9) .

1.  Antecedentes urbanísticos

No estamos ante una figura urbanística nueva, sino que ya estaba recogido en el art. 28 del TRLS/1976 y art. 103 del TRLS/1992, ambos sin vigencia alguna, pero que perviven por mor de la falta de normativa de desarrollo de las normas autonómicas en el art. 115 Reglamento de Planeamiento aprobado por Decreto 2159/1978, de 23 de junio (RP).

Art. 28 TRLS/1976: 1. Las Entidades y Organismos interesados podrán formular avances de Plan y anteproyectos parciales que sirvan de orientación a la redacción de los Planes sobre las bases aceptadas en principio.

2. Los avances y anteproyectos se podrán remitir al Ayuntamiento, a la Comisión Provincial de Urbanismo o al Ministerio de la Vivienda sin información pública.

3. La aprobación sólo tendrá efectos administrativos internos preparatorios de la redacción de los Planes y proyectos definitivos.

Art. 103 TRLS/1992: 1. Las Entidades y Organismos interesados podrán formular avances de planeamiento y anteproyectos parciales que sirvan de orientación para su redacción sobre bases aceptadas en principio.

2. Los avances y anteproyectos se podrán remitir al Ayuntamiento y al órgano competente de la Comunidad Autónoma, sin el trámite de información pública.

3. La aprobación sólo tendrá efectos administrativos internos preparatorios de la redacción del planeamiento y proyectos definitivos.

2.  Reglamento planeamiento

El art. 115 RP mantiene su vigencia en cuanto no se oponga a los dictados de las distintas normas urbanísticas de las Comunidades Autónomas, y hasta tanto éstas elaboren los reglamentos de planeamiento pertinentes.

Art. 115.1: Las Entidades y Organismos interesados podrán formular avances del Plan y anteproyectos parciales que sirva de orientación a la redacción de los Planes sobre bases aceptadas en principio.

2. Los avances y anteproyectos se podrán remitir al Ayuntamiento y a la Comisión Provincial de Urbanismo y al Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, sin el trámite de información pública.

3. La aprobación de los avances y anteproyectos sólo tendrá efectos administrativos internos, preparatorios de la redacción de los Planes y proyectos definitivos.

3.  Legislación de las Comunidades Autónomas

Las CC.AA. a través de sus normas urbanísticas han recogido con carácter general, si bien en alguna de ellas no se hace mención al avance del planeamiento  (10) , esta institución del derecho urbanístico, dotándoles de un contenido mínimo como se aprecia en el siguiente cuadro resumen, teniendo los mismos efectos administrativos internos y preparatorios para la redacción del documento de planeamiento general, sin carácter vinculante para éste.



	COMUNIDAD AUTÓNOMA
	NORMA
	ARTS.
	EXPOSICIÓN PÚBLICA
	OBLIGATORIEDAD




	ANDALUCÍA
	LOUA
	27 y 28
	Pendiente desarrollo reglamentario
	Sí, para PGOU y sus revisiones totales



	ARAGÓN
	LUA
	48
	Un mes mínimo
	Sí, para el PGOU



	CANARIAS
	TRLOTCAN
	31.3, 42 y 45
	Pendiente desarrollo reglamentario
	Pendiente de concreción vía reglamentaria



	CANTABRIA
	LOTRUSCA
	57  (11) 

	

	




	CASTILLA Y LEÓN
	
LUCyL

D. 22/2004


	
50

152


	Sí. Boletín oficial y diario de difusión provincial
	Potestativo



	CATALUÑA
	
TRLUCAT

D. 305/06


	
73

106


	Sí
	Sí, en el caso de plan general. Potestativo para resto del planeamiento



	COMUNIDAD DE MADRID
	LSM
	56
	30 días
	
Sí, para plan general, sus revisiones y planes de sectorización.

Facultativo para el resto del planeamiento





	COMUNIDAD VALENCIANA
	LUV
	81  (12) 

	Un mes
	Sí



	EXTREMADURA
	LSOTEX
	77.1
	

	No es preceptivo



	GALICIA
	LOUGA
	84
	Sí. Un mes. Diario oficial y periódico de difusión provincial
	Potestativo



	LA RIOJA
	LOTULR
	20, 83 y 105
	Sí. Un mes. Boletín Oficial y periódico difusión en municipio
	Sí, para plan general o su revisión



	NAVARRA
	LFOTU
	36 y 37
	Sí. Un mes. Boletín Oficial y audiencia entidades locales
	Sí, para plan de ordenación territorial o su revisión



	PAÍS VASCO
	LSUPV
	85, 86 y 90
	Sí. Dos meses. Boletín territorio histórico, diario de mayor difusión y ayuntamientos colindantes
	Si, para plan general o su revisión total o parcial. Potestativa para modificación del plan



	PRINCIPADO DE ASTURIAS
	D 278/07
	224.1
	20 días. Boletín Oficial y diario de mayor difusión
	Potestativo



	REGIÓN DE MURCIA
	TRLSRM
	132 y 139
	Sí
	Sí, para plan general y su revisión





Desde la perspectiva de la participación pública en el urbanismo, el avance de planeamiento en el ámbito del derecho autonómico refuerza el carácter preceptivo en su redacción como documento de apoyo o de referencia al planeamiento general que se elabora con la previa y preceptiva participación pública.

El hecho de que únicamente tenga efectos internos y que su contenido no vincule al planeamiento viene a desdecir la importancia inicial que se le quiere dar al poder convertirse en papel mojado.

1.  ANDALUCÍA

* LOUA

Art. 27. Suspensión de aprobaciones y otorgamientos de autorizaciones y de licencias urbanísticas.

1. Las Administraciones competentes para la aprobación inicial y provisional de los instrumentos de planeamiento, desde la adopción del acuerdo de formulación o, en su caso, desde la aprobación del Avance, podrán acordar la suspensión, por el plazo máximo de un año, del otorgamiento de toda clase de aprobaciones, autorizaciones y licencias urbanísticas para áreas o usos determinados, a los efectos de la elaboración o, en su caso, innovación de dichos instrumentos.

Art. 29. Avances de los instrumentos de planeamiento.

1. Las Administraciones y las entidades públicas competentes para formular los instrumentos de planeamiento podrán elaborar Avances de los mismos en los que definan los criterios, objetivos, alternativas y propuestas generales de la ordenación que sirvan de orientación para su redacción. En todo caso será preceptiva la elaboración de Avances en la redacción de los Planes Generales de Ordenación Urbanística o de sus revisiones totales.

2. El procedimiento para su aprobación y su contenido se establecerá reglamentariamente, debiendo propiciarse la adecuada coordinación administrativa y participación pública.

3. La aprobación tendrá efectos administrativos internos, preparatorios de la redacción del correspondiente instrumento de planeamiento, sin perjuicio de los acuerdos de suspensión que puedan adoptarse conforme a lo previsto en el art. 27.1.

2.  ARAGÓN

* LUA

Art. 48. Procedimiento municipal.

1. El plan general será formulado por el municipio. En el momento en que los trabajos de elaboración del mismo hayan alcanzado un grado de desarrollo suficiente para formular los criterios, objetivos y soluciones generales del planeamiento, el avance de plan general redactado conforme a los mismos se expondrá al público con objeto de que, durante el plazo mínimo de un mes, puedan formularse sugerencias y alternativas por cualquier persona. En ningún caso se entenderá iniciado el procedimiento de aprobación del plan mientras éste no haya recibido la aprobación inicial.

2. El avance incluirá el análisis preliminar de incidencia ambiental y se remitirá, simultáneamente y junto con las sugerencias y alternativas planteadas durante el período de información pública indicado en el apartado anterior, a los siguientes órganos:

a) Al órgano ambiental competente, a los efectos establecidos en el art. 15 de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón.

b) A los departamentos competentes en materia de urbanismo y ordenación del territorio, con objeto de que emitan informe mediante resolución conjunta respecto del avance dentro del plazo de un mes. Dicho informe será notificado al órgano ambiental y su contenido será determinante del contenido del documento de referencia  (13) .

3.  CANARIAS

* TRLOTCAN

Art. 42. Tramitación de los planes de ordenación urbanís-tica.

1. La aprobación municipal de los avances de planeamiento, requeridos por este Texto Refundido, sólo tendrá efectos administrativos internos a efectos preparatorios.

Art. 45. Revisión y modificación de los instrumentos de ordenación.

1. La alteración del contenido de los instrumentos de ordenación se producirá mediante su revisión o modificación.

2. La revisión o modificación de los instrumentos de ordenación se llevará a cabo por el mismo procedimiento establecido para su aprobación y en los plazos y por las causas establecidas en este Texto Refundido o en los mismos instrumentos. La modificación no requiere en ningún caso la elaboración y tramitación previas de avance de planeamiento.

4.  CANTABRIA

* LOTRUSCA

Art. 57. Planes Parciales de iniciativa particular.

5. Los interesados podrán formular avances del Plan que sirvan de orientación sobre las iniciales bases aceptadas en principio. La aprobación de estos avances sólo tendrá carácter interno, pero justificará un eventual reembolso de los gastos efectuados si, realizado el trámite de consulta, el avance se adecua sustancialmente a la respuesta y el Plan no fuera luego definitivamente aprobado.

5.  CASTILLA Y LEÓN

* LUCyL

Art. 50. Elaboración y avances.

1. El planeamiento urbanístico podrá ser elaborado por las Administraciones públicas y por los particulares, pero la competencia para su aprobación corresponderá exclusivamente a las primeras.

2. Las entidades de Derecho público y los concesionarios de servicios públicos colaborarán en la elaboración del planeamiento facilitando la información necesaria.

3. Para la elaboración del planeamiento podrán efectuarse ocupaciones temporales de fincas conforme a la legislación sobre expropiación forzosa.

4. Durante la elaboración del planeamiento el Ayuntamiento podrá disponer la exposición al público de Avances expresivos de sus objetivos y propuestas generales.

* DECRETO 22/2004, de 29 de enero. Reglamento de Urbanismo

Art. 152. Avances de planeamiento.

1. Durante el proceso de elaboración de los instrumentos de planeamiento urbanístico, el Ayuntamiento puede, de oficio o a instancia de quienes estén elaborando algún instrumento, disponer la exposición pública de Avances expresivos de sus objetivos y propuestas generales o bien de uno o varios aspectos concretos que convenga someter al debate público. Dicha exposición pública debe desarrollarse conforme a las reglas establecidas en este artículo y de forma complementaria en el art. 432.

2. Para la exposición pública de Avances de planeamiento, sin perjuicio de la utilización de otros medios de difusión y participación, el Ayuntamiento debe publicar anuncios en el «Boletín Oficial de Castilla y León» y en uno de los diarios de mayor difusión en la provincia. Los gastos de publicación corresponden, en su caso, a quien promueva la exposición pública.

3. La exposición pública de Avances de planeamiento sólo tiene efectos administrativos internos, preparatorios de la redacción de los instrumentos definitivos, sobre cuya aprobación final no tienen efectos vinculantes.

7.  CATALUÑA

* TRLUCAT

Art. 73. Consulta previa a la delimitación de suelo urbanizable.

1. Las personas interesadas pueden formular avances de un plan parcial urbanístico de delimitación, para consultar la viabilidad de la futura formulación y para que sirvan de orientación a la hora de hacer la redacción.

2. Los avances a que se refiere el apartado 1 se presentan ante el órgano competente para la aprobación inicial y la aprobación provisional del plan parcial urbanístico que se proyecte, el cual tiene que emitir el informe correspondiente en el plazo de dos meses desde la presentación. En el plazo de diez días de haberse emitido el informe, el avance debe someterse a consulta del órgano competente para la aprobación definitiva, que tiene que emitir el informe correspondiente en el plazo de dos meses desde la solicitud.

3. Los informes a que se refiere el apartado 2 tienen efectos administrativos internos, preparatorios de la redacción de los planes, y deben expresar las observaciones que los órganos que los emiten consideren adecuadas, en el marco de las competencias respectivas, o bien, si procede, las razones que fundamenten la inviabilidad de la propuesta. La falta de notificación de dichos informes una vez transcurrido un mes del fin de los plazos establecidos para la emisión comporta la conformidad del órgano de que se trate hacia el contenido de la consulta formulada, sin perjuicio de la tramitación ulterior del plan parcial urbanístico de delimitación.

* Decreto 305/2006, de 18 de julio. Aprueba el Reglamento de la Ley de Urbanismo

Art. 106. Información pública del avance del instrumento de planeamiento.

106.1. Para facilitar la participación de los ciudadanos en la formulación de los planes urbanísticos, previamente a la aprobación inicial la administración competente puede acordar publicar y someter a información pública avances de los instrumentos de planeamiento urbanístico.

106.2. El avance del instrumento de planeamiento tiene que contener:

a) Los objetivos y los criterios generales del plan.

b) Una síntesis de las alternativas consideradas y de los objetivos y criterios urbanísticos, ambientales o sociales que justifican la elección de la propuesta básica sometida a información pública.

c) La descripción de las características básicas de la propuesta de ordenación.

d) Si el instrumento de planeamiento está sujeto a evaluación ambiental, un informe ambiental preliminar para que el órgano ambiental pueda determinar la amplitud, nivel de detalle y grado de especificación del informe de sostenibilidad ambiental. Sin perjuicio de lo que pueda establecer la normativa sobre evaluación ambiental de planes y programas, el informe ambiental preliminar, cuando se trate del plan de ordenación urbanística municipal, tiene que contener los aspectos señalados en las letras a y b del art. 70 de este Reglamento y, cuando se trate de planes urbanísticos derivados, tiene que contener los aspectos señalados en las letras a y b del apartado 1 del art. 100 de este Reglamento.

106.3. Las sugerencias, alternativas o alegaciones que se presenten en el trámite de información pública serán analizados y valorados por la administración responsable de la redacción del plan, al objeto de confirmar o rectificar los criterios y soluciones generales del planeamiento. Esta valoración se expresa mediante el acuerdo de aprobación inicial del instrumento de planeamiento.

106.4. La publicación y sujeción a información pública del avance de plan es obligatoria en el caso de formulación o revisión del plan de ordenación urbanística municipal.

106.5. Las previsiones de este precepto no son de aplicación al avance de plan que es preciso formular para el desarrollo por subsectores de los sectores de planeamiento derivado, el cual se rige por lo que establece el art. 114 de este Reglamento  (14) .

7.  COMUNIDAD DE MADRID

* LSM

Art. 56. Formación y avances del planeamiento.

1. El planeamiento urbanístico podrá ser formulado por las Administraciones públicas y por los particulares, salvo los Planes Generales, que sólo podrán serlo por las primeras.

2. Cuando los trabajos de elaboración de un instrumento de planeamiento hayan adquirido el suficiente grado de desarrollo que permita formular los criterios, objetivos y soluciones generales de la ordenación, podrán formalizarse con la denominación de avance, a los efectos que se regulan en este artículo. En todo caso, será preceptiva la formalización y posterior aprobación del correspondiente avance en el proceso de elaboración de los Planes Generales y de sus revisiones, así como de los Planes de Sectorización; en todos los demás casos el avance de planeamiento será facultativo.

3. El procedimiento de aprobación de avances de planeamiento estará sujeto a los trámites preceptivos de información pública por plazo mínimo de treinta días y de informe previo de análisis ambiental por la Consejería competente en materia de medio ambiente, debiendo emitirse este informe en el plazo de tres meses. Reglamentariamente podrá, sin embargo, ordenarse dicho procedimiento en la medida necesaria para asegurar, cuando sean varias las Administraciones interesadas o afectadas, una suficiente y adecuada intervención de todas ellas.

4. La aprobación de los avances de planeamiento sólo tendrá efectos administrativos internos y en las relaciones entre las Administraciones públicas que hayan intervenido en su elaboración. Deberá expresar, en todo caso, el resultado de los trámites de información pública e informe de la Consejería competente en materia de medio ambiente y, en particular, la incidencia de éste en el contenido definitivo del avance.

Art. 57. Procedimiento de aprobación de los Planes Generales.

El procedimiento de aprobación de los Planes Generales y de sus modificaciones y revisiones se desarrollará conforme a las siguientes reglas:

a) El procedimiento se iniciará mediante acuerdo de aprobación inicial adoptado por el Pleno del Ayuntamiento, de oficio y a iniciativa propia o en virtud de moción deducida por cualquier otra Administración pública territorial. El acuerdo de aprobación inicial deberá expresar la adecuación o no de la documentación del Plan al avance previamente aprobado, indicando, en su caso y con precisión, las variaciones introducidas.

8.  COMUNIDAD VALENCIANA

* LUV

Art. 81. Promoción del Plan General.

1. La iniciativa para la elaboración y revisión del Plan General corresponde a los municipios. El conseller competente en materia de urbanismo requerirá a los Municipios sin planeamiento general para que lo elaboren en plazos determinados y podrá también requerirles, previo informe favorable del Consejo del Territorio y el Paisaje, para que revisen o modifiquen el planeamiento en vigor a fin de adaptarlo a los Planes de Acción Territorial o a circunstancias que justificadamente lo aconsejen. Si no fuera atendido su requerimiento, la Generalitat podrá actuar en sustitución del Municipio conforme al procedimiento establecido en la legislación reguladora del régimen local.

2. Los particulares podrán formular documentos de avance del planeamiento y solicitar al ayuntamiento la modificación del plan general, mediante la presentación de la documentación técnica necesaria a este fin. En ningún caso pueden tramitarse planes de elaboración particular simulando que se trata de iniciativas formuladas de oficio.

9.  EXTREMADURA

* LSOTEX

Art. 77. La tramitación, para su aprobación definitiva, de los planes de ordenación urbanística.

1. La instrucción de los procedimientos para la aprobación de cualesquiera avances de planeamiento que puedan formularse no estará sujeta a trámites predeterminados, ni siquiera al de información pública. En cualquier caso, la aprobación de los avances sólo tendrá efectos administrativos internos preparatorios de la elaboración o formulación del correspondiente plan de ordenación urbanística.

Serán preceptivas la formulación de avance de planeamiento y la concertación de su contenido con el Municipio o los Municipios afectados, en la parte correspondiente y por plazo mínimo de un mes, cuando se pretenda la primera elaboración de un Plan General Municipal y se proyecte la modificación o revisión de uno ya vigente que deba extenderse, en los términos previstos en el apartado 1 del art. 69, a término o términos municipales colindantes. En caso de conclusión del trámite de concertación sin haberse alcanzado acuerdo entre el Municipio autor del avance y el o los afectados, el avance deberá ser elevado a la Consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística, a la que corresponderá su aprobación, previa audiencia de todos los Municipios interesados por plazo mínimo de quince días. La decisión de la Consejería será vinculante para éstos y con arreglo a ella deberá formularse el Plan General Municipal o la modificación o revisión del que estuviera en vigor, sin perjuicio de las alteraciones que la solución en principio adoptada pueda sufrir con ocasión de la tramitación del procedimiento para la aprobación definitiva.

10.  GALICIA

* LOUGA

Art. 84. Elaboración del planeamiento municipal.

1. La redacción de los instrumentos de planeamiento urbanístico se efectuará por facultativos con titulación universitaria de segundo o tercer ciclos.

2. La redacción del proyecto de plan general habrá de realizarse por un equipo multidisciplinar formado por un mínimo de tres especialistas con titulación universitaria de segundo o tercer ciclos, de los que, al menos, uno de ellos tendrá que ser arquitecto o ingeniero de caminos, canales y puertos.

3. Acordada la redacción de cualquier instrumento de ordenación urbanística, podrá formularse potestativamente un avance del plan que sirva de orientación a su redacción, en el que se contengan la estrategia, directrices y objetivos generales del plan. A continuación se abrirá un período de información pública por plazo mínimo de un mes, mediante anuncio que se publicará en el «Diario Oficial de Galicia» y en uno de los periódicos de mayor circulación de la provincia, durante el cual las entidades y los particulares podrán sugerir lo que estimen oportuno y presentar propuestas y convenios urbanísticos que estimen procedentes.

11.  LA RIOJA

* LOTULR

Art. 20. Procedimiento de elaboración y aprobación.

La formulación y aprobación de la Estrategia Territorial de La Rioja se ajustará al siguiente procedimiento:

a) El Consejo de Gobierno, a propuesta de la Consejería competente en materia de ordenación del territorio, podrá acordar, previamente a la iniciación del procedimiento de elaboración y aprobación de la Estrategia Territorial de La Rioja, el sometimiento a información pública por plazo de un mes, de un documento de avance, preparatorio de la redacción del documento, que contenga sus líneas esenciales y permita debatir sus criterios, objetivos y soluciones generales.

Art. 83. Avance de planeamiento.

1. Previamente a la formulación de un Plan General Municipal o de su revisión, los Ayuntamientos formularán un avance, preparatorio de la redacción del plan definitivo, que contenga las líneas esenciales del planeamiento a elaborar y permita debatir sus criterios, objetivos y soluciones generales.

2. El avance se someterá a exposición pública al objeto de que los interesados puedan presentar, durante el plazo mínimo de un mes, sugerencias y, en su caso, otras alternativas al modelo urbanístico propuesto por el plan. La exposición pública se anunciará en el «Boletín Oficial de La Rioja» y en un periódico de difusión en el municipio.

3. A efectos del trámite de evaluación ambiental estratégica en esta fase se recabarán las sugerencias previas necesarias de los órganos especializados cuyas competencias tengan incidencia ambiental, así como de los sectores sociales interesados.

Art. 105. Tramitación de las revisiones o modificaciones del planeamiento.

1. El procedimiento de revisión o, en su caso, modificación del planeamiento deberá sujetarse a las reglas propias de la figura a que tales determinaciones y elementos correspondan, por razón de su rango o naturaleza.

Solamente se exigirá la redacción de un avance de planeamiento cuando se proceda a la revisión del Plan General Municipal.

12.  NAVARRA

* LFOTU

Art. 36. Procedimiento de elaboración y aprobación.

1. El Plan de Ordenación Territorial será elaborado por el Departamento de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda, en coordinación con los demás Departamentos del Gobierno de Navarra, de oficio o a propuesta de los Ayuntamientos interesados.

2. La elaboración del Plan incluirá las fases de avance y de proyecto. Tanto el avance como el proyecto de Plan de Ordenación territorial se someterán a información pública, anunciada en el «Boletín Oficial de Navarra», y a audiencia de las entidades locales incluidas en su ámbito de incidencia, por plazo mínimo de un mes.

3. Una Comisión de Seguimiento designada y presidida por el Consejero de Medio Ambiente, Ordenación del Territorio y Vivienda, en la que tendrán participación representantes de la Administración de la Comunidad Foral, de las entidades locales y de los sectores económico y social del ámbito propuesto, emitirá informes sobre el avance y sobre el proyecto, así como sobre las alegaciones y sugerencias presentadas a los mismos. Los representantes de las entidades locales presentes en la Comisión de seguimiento serán nombrados por las entidades locales afectadas por el Plan de Ordenación correspondiente.

Art. 37. Vigencia, revisión y modificación.

5. La modificación de los Planes de Ordenación Territorial se realizará conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, no siendo necesaria la fase de Avance.

13.  PAÍS VASCO

* LSUPV

Art. 85. Suspensión del otorgamiento de licencias.

1. Las administraciones competentes para la aprobación inicial de los planes urbanísticos podrán acordar la suspensión, por el plazo máximo de un año, del otorgamiento de toda clase de aprobaciones, autorizaciones y licencias urbanísticas para ámbitos o usos determinados, a los efectos de la elaboración o, en su caso, la modificación o revisión de dichos planes desde su aprobación inicial, en todo caso, o desde la adopción del acuerdo de formulación del avance.

Art. 87. Avances de planeamiento urbanístico.

1. Las administraciones públicas competentes para formular los planes generales deberán elaborar avances que definan los criterios, objetivos, alternativas y propuestas generales de la ordenación a establecer y que sirvan de orientación para la redacción de dichos planes cuando se pretenda la primera elaboración del plan general o cuando se proyecte la revisión total o parcial de uno vigente. En supuestos de modificación la elaboración del avance será potestativa.

2. La aprobación del avance previsto en el párrafo anterior tendrá efectos administrativos internos preparatorios de la redacción del correspondiente plan urbanístico.

3. El avance incluirá el estudio de evaluación conjunta de impacto ambiental con el contenido definido reglamentariamente.

Art. 104. Procedimiento para la modificación y revisión de la ordenación establecida por los planes urbanísticos.

La revisión y cualquier modificación de las determinaciones de los planes urbanísticos deberá realizarse a través de la misma clase de plan y observando el mismo procedimiento seguido para la aprobación de dichas determinaciones. Se exceptúan de esta regla:

c) Las modificaciones del planeamiento general, en las que la tramitación del avance será optativa.

14.  PRINCIPADO DE ASTURIAS

* Decreto 278/07, de 4 de diciembre. Aprueba el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias.

Art. 224. Información pública previa a la elaboración de los instrumentos de ordenación urbanística.

1. Antes de acordar la elaboración de cualquier instrumento de ordenación urbanística, la Administración urbanística podrá abrir un período de información pública para recoger sugerencias u observaciones sobre la necesidad, conveniencia y demás circunstancias de la ordenación (art. 78.1 TROTU). A tal fin:

a) En el caso de los Planes Generales de Ordenación, el Ayuntamiento deberá abrir necesariamente el período de información a que se refiere el apartado anterior, en el que se pondrán de manifiesto las prioridades de la futura ordenación. El resultado de dicho período, complementado, en su caso, con las modificaciones que el Ayuntamiento decida introducir a partir de las alegaciones presentadas, deberá constituir la base del proceso de elaboración del Plan (art. 78.2 TROTU).

b) Para el resto de instrumentos de la ordenación urbanística así como para las modificaciones del Plan General de Ordenación dicho trámite será potestativo.

2. El trámite de información pública será anunciado en el Boletín Oficial del Principado de Asturias y en, al menos, uno de los periódicos de mayor difusión en la Comunidad Autónoma, y tendrá una duración de veinte días.

3. El resultado de dicho período, complementado en su caso con las modificaciones que el en órgano urbanístico competente decida introducir a partir de las alegaciones o sugerencias presentadas, tendrá, exclusivamente, efectos administrativos preparatorios del procedimiento de formación y aprobación del planeamiento que corresponda.

4. El Principado de Asturias podrá establecer medidas de apoyo técnico y económico a actuaciones municipales de exposición y consulta de los proyectos urbanísticos que resulten de especial interés o dificultad, en particular cuando se realicen con medios telemáticos que faciliten el acceso de los ciudadanos a la información expuesta (art. 78.3 TROTU).

15.  REGIÓN DE MURCIA

* TRLSRM

Art. 132. Avances de planeamiento.

1. La Administración y los particulares legitimados para la formulación de planes podrán realizar avances de planeamiento, debiendo definir su ámbito, estructura general y zonificación básica.

2. El avance de planeamiento será preceptivo para la formulación del planeamiento general y su revisión, así como en los supuestos sometidos a evaluación de impacto ambiental.

3. Será preceptiva la presentación de un avance de Plan con la solicitud de la cédula de urbanización para iniciar el desarrollo urbanístico de un suelo urbanizable sin sectorizar, o con la presentación de un Programa de Actuación en los procedimientos de gestión urbanística en que se promueva la concurrencia.

4. Los acuerdos sobre los avances sólo tendrán efectos administrativos internos preparatorios de la redacción del planeamiento definitivo, salvo en los aspectos de delimitación y ordenación que recoja la cédula de urbanización, o la aprobación del Programa de Actuación, que vincularán a la Administración actuante en relación con la tramitación ulterior del planeamiento de desarrollo.

Art. 139. Modificaciones no estructurales del Plan General y Normas Complementarias.

Las modificaciones no estructurales del Plan General y las Normas Complementarias se tramitarán con arreglo al siguiente procedimiento:

a) Será potestativa la formulación de avance y su información pública.

III.  PREGUNTAS

1.  ¿A quién corresponde la aprobación del avance de planeamiento?

La tramitación del avance de planeamiento tiene dos fases, una que se corresponde con la exposición pública del mismo y la otra con la aprobación stricto sensu del avance.

Ante el silencio operado por el art. 22.2 c) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, consideramos que mientras que el Alcalde ha de impulsar el expediente mediante el sometimiento del mismo a exposición pública, corresponde al Pleno la aprobación del mismo.

2.  ¿Qué finalidad persigue el avance de planeamiento?

Con el avance de planeamiento se persigue, por una parte, fomentar la participación ciudadana en los primeros momentos en los que se está gestando una nueva ordenación urbanística del territorio; por otra, permitir que el encargado de formular el nuevo planeamiento disponga de más elementos de juicio y sugerencias que permitan garantizar el acierto y oportunidad de la nueva planificación urbanística proyectada (STSJ Madrid 21 de marzo de 1997 y 30 de junio de 1998).

La finalidad del avance es puramente interna y preparatoria del planeamiento y, a diferencia de los planes, no tiene carácter normativo, pudiendo el Ayuntamiento recoger el contenido del avance, en todo o en parte, o bien modificarlo (STS 19 de febrero de 1992 y 27 de marzo de 1996).

3.  ¿Durante cuánto tiempo han de estar expuestos al público los avances de planeamiento? ¿En qué medios de difusión han de publicarse?

No existe un plazo estándar o tipo, teniendo un carácter discrecional, si bien como mínimo ha de estar expuesto durante un mes, siendo habitual que este plazo se prolongue con el fin de dar opción a que todos los ciudadanos puedan formular sugerencias y alternativas de planeamiento.

Los medios de difusión será el Boletín Oficial y al menos en uno de los diarios de los de mayor difusión en la localidad.

Tratándose de un documento que lo que pretende fundamentalmente es hacer un llamamiento a los ciudadanos, asociaciones, agrupaciones vecinales, etc., para que puedan hacer valor sus opiniones ante el nuevo modelo de ciudad, el plazo de información pública ha de ser «generoso», para que éste no quede en un puro trámite.

4.  ¿Es necesaria la realización de avance en la modificación del planeamiento?

No. El avance está pensado para fomentar la iniciativa y participación pública en la elaboración de un nuevo planeamiento o en la revisión de éste, pero no cuando se trata de modificación puntuales del plan (STSJ Asturias 14 de julio de 2006).

5.  ¿Es lo mismo la participación pública que la información pública?

En la STSJ Cataluña 8 de noviembre de 2007 se distingue entre participación ciudadana e información pública, diciendo que la primera tiene como finalidad la de formular sugerencias o alternativas, en tanto que la información pública proporciona actitudes más concretas y beligerantes respecto al plan, como son las alegaciones, que habrían de deducirse por partes interesadas o afectadas, ya dentro del expediente administrativo.

6.  ¿Hasta qué punto es esencial la exposición pública del avance como medio de participación ciudadana en la elaboración del planeamiento?

Resulta que la importancia que se le da a la participación pública en la fase de avance no deja de ser una ficción legal, un requisito más a cumplir dentro del entramado burocrático que supone la redacción de los complejos instrumentos de planeamiento, sin que las opiniones, sugerencias, alegaciones, alternativas que se plantean tengan garantizado que será acogidas en el documento de planeamiento (STSJ Madrid 8 de julio de 2007). Pese a la importancia del trámite, no por ello puede decirse que como consecuencia del mismo el planeamiento a revisar tenga que seguir los dictados de la participación pública.

7.  ¿Es necesario que el planeamiento refleje el contenido del documento de avance?

No se exige la correspondencia absoluta entre el Avance -que formula los criterios, objetivos y soluciones generales del planeamiento- y el documento definitivamente aprobado, pues a lo largo de la tramitación del procedimiento pueden introducirse modificaciones derivadas de las alegaciones y sugerencias efectuadas en los períodos de información pública y de los informes técnicos, que incluso pueden ser sustanciales (STSJ Madrid 19 de septiembre de 2006 y 29 de marzo de 2007).

Pese al carácter orientativo que el avance ha de tener respecto al planeamiento que posteriormente se elabore, existen supuestos en los que el acuerdo de aprobación inicial deberá expresar la adecuación o no de la documentación del Plan al avance previamente aprobado, en su caso y con precisión, las variaciones introducidas [art. 57 a) LSM].

8.  ¿Puede impugnarse separadamente el avance del planeamiento?

Derivada de la naturaleza del avance, como acto administrativo interno y de puro trámite, no es impugnable separadamente del planeamiento (STS 27 marzo 1996).

IV.  JURISPRUDENCIA

STSJ Madrid 21 de marzo de 1997. Referencia LA LEY JURIS: 5116/1997; y STSJ Madrid 30 de junio de 1998. Referencia LA LEY JURIS: 1219188/1998

- Finalidad de la publicidad del avance.

La primera de las cuestiones planteadas aparece referida a la falta de publicación de los actos preparatorios de la modificación puntual aprobada, o lo que doctrinal y jurisprudencialmente se conoce como el «Avance del Planeamiento».

El art. 125 Regl. de Planeamiento dispone que «en el momento en que los trabajos de elaboración del Plan General hayan adquirido el suficiente grado de desarrollo que permita formular los criterios, objetivos y soluciones generales del Planeamiento, la Corporación y Organismos que tuviesen a su cargo su formulación deberán anunciar en el BOP y en uno de los periódicos de mayor circulación de la misma la exposición al público de los trabajos, al objeto de que durante el plazo mínimo de treinta días puedan formularse sugerencias y, en su caso, otras alternativas de planeamiento por Corporaciones, asociaciones y particulares».

El actual art. 103.1 TRLS 1992 prevé que «las entidades y Organismos interesados podrán formular Avances de Planeamiento y anteproyectos parciales que sirvan de orientación para su redacción sobre bases aceptadas en principio».

La publicación de estos Avances o actos preparatorios del planeamiento consiste en: por una parte, fomentar la participación ciudadana en estos primeros momentos en los que se está gestando una nueva ordenación urbanística del territorio; por otra, permitir que el encargado de formular el nuevo planeamiento disponga de más elementos de juicio y sugerencias que permitan garantizar el acierto y oportunidad de la nueva planificación urbanística proyectada.

Este debate previo resulta necesario, tal y como ha sostenido el TS S 8 May. 1989, en la formación de Planes Generales o Normas Subsidiarias y Complementarias de Planeamiento (así lo dispone también el art. 152.2 Regl. de Planeamiento) y también en ciertos casos de Planes Especiales de Reforma Interior (art. 147.3). En el primer supuesto, la intensificación de la participación ciudadana tiene su razón de ser en que se trata de elegir un modelo territorial general como marco de convivencia, en el segundo cuando afecta a barrios consolidados incidiendo sobre su población, pues en tales casos se están proyectando operaciones que implican intervenciones quirúrgicas que afectan a un cuerpo vivo, a una población que puede verse desplazada por la remodelación proyectada.

Pues bien, en el caso que nos ocupa no estamos en ninguno de los dos supuestos anteriores, pues ni la modificación aprobada implica un nuevo modelo territorial, ya que si así fuese no podría operarse por vía de una modificación puntual del Planeamiento sino a través de su revisión o de un nuevo Plan, ni estamos ante un supuesto en el que se esté incidiendo en núcleos de población consolidados, como se desprende del contenido y alcance de la modificación en los términos reseñados en los hechos probados séptimo y octavo.

En este caso no estamos ante un nuevo Plan (revisión del mismo) o Normas Subsidiarias, sino ante una modificación puntual que no pretende diseñar un nuevo modelo territorial para dicho municipio sino crear nuevo suelo industrial que permita aumentar y modernizar una zona industrial del mismo. En tales términos no resulta exigible la publicación de los actos preparatorios de la modificación proyectada, en la medida que no se trata de someter a una previa información los trabajos preparatorios de un nuevo modelo territorial, ni su omisión implica un vicio en la tramitación que genere su nulidad o anulabilidad, canalizándose la intervención ciudadana a través de los trámites de información pública.

STSJ Castilla y León 14 de septiembre de 2001. Referencia LA LEY JURIS: 1103423/2001

- Inexistencia de avance en revisión de plan tramitada como modificación.

Al respecto conviene señalar que, como acabamos de decir, nos encontramos ante una auténtica revisión de un Plan General, que efectivamente se ha incumplido lo previsto en el art. 125.1 del Reglamento de Planeamiento, al no existir Avance ni haberse sometido a información pública el mismo, cuya importancia resalta el Tribunal Supremo en la sentencia de 22 Feb. 1988, que dice que «el art. 125 del Reglamento de Planeamiento establece un completo procedimiento mediante el cual se asegura el cumplimiento de dicha disposición, garantizando y facilitando la participación ciudadana en la elaboración del Plan General. Se prescribe que en el momento en que los trabajos de formulación del mismo hayan adquirido un desarrollo suficiente para permitir formular criterios, opiniones, y aportar soluciones y propuestas, la Corporación encargada de la formulación deberá exponer estos trabajos al público durante el plazo mínimo de 30 días para que todos puedan hacer sugerencias y en su caso proponer otras alternativas; y transcurrido dicho plazo, los servicios técnicos de la Administración habrán de estudiar las sugerencias o las alternativas que se hubiesen presentado y propondrán la confirmación o rectificación de sus criterios iniciales, sobre lo cual la Corporación acordará después lo pertinente para terminar la elaboración del Plan Entes (sic) de su aprobación inicial».

STSJ Asturias 14 de julio de 2006. Referencia LA LEY JURIS: 2384436/2006

- Avance: no necesario en modificación del planeamiento.

En orden a los vicios que se denuncian de los actos de aprobación, se ha de tener en cuenta que se está en presencia de una modificación puntual del PGOU, no de una revisión del planeamiento, por lo que la omisión de la información del avance, que no la información pública de la modificación, no vulnera, en el alcance que se pretende el art. 125 del Reglamento de planeamiento, sin que tampoco se vulnere el principio de seguridad jurídica, pues ningún obstáculo legal impide la tramitación previa o simultánea de la modificación del PGOU y el Plan Parcial, aunque éste quede condicionado a la aprobación definitiva de aquél, y además en el presente caso tanto la aprobación, como la publicación en el BOPA, de la modificación del PGOU es anterior a la del Plan Parcial como está acreditado en lo actuado.

STSJ Madrid 19 de septiembre de 2006. Referencia LA LEY JURIS: 2467283/2006

- No vinculación del avance al planeamiento.

Por lo demás, ni el Reglamento de Planeamiento ni la Ley 9/1995 de la Comunidad de Madrid exigen la correspondencia absoluta entre el Avance -que formula los criterios, objetivos y soluciones generales del planeamiento- y el documento definitivamente aprobado, pues a lo largo de la tramitación del procedimiento pueden introducirse modificaciones derivadas de las alegaciones y sugerencias efectuadas en los períodos de información pública y de los informes técnicos, que incluso pueden ser sustanciales - supuesto en que no se invalida lo actuado, aunque comporta la apertura de nuevo trámite de información pública-.

STSJ Castilla y León 29 de septiembre de 2006. Referencia LA LEY JURIS: 1988/2006

- Trámite de evaluación ambiental del avance.

En consecuencia, incluso antes de la aprobación inicial, tan pronto como estén claras las líneas generales del avance o proyecto del Plan, el mismo debe someterse a una evaluación de impacto ambiental, pues sólo así la Administración planificadora (en la aprobación inicial) y los ciudadanos en general (en la información pública) podrán tener la suficiente ilustración sobre las consecuencias de las transformaciones anunciadas en el medio ambiente. Este mismo criterio se reitera en la STS Sala 3.ª, Secc. 5.ª, de fecha 3 de marzo de 2004, dictada en el rec. 1123/2001 (ponente también Yagüe Gil, Pedro José).

STSJ Madrid 8 de julio de 2007. Referencia LA LEY JURIS: 2661044/2007

- No correspondencia avance y PGOU.

- Repetición información pública: requisitos.

El primer grupo de motivos impugnatorios se enfrentan contra los aspectos adjetivos de la tramitación del planeamiento y, así, se comienza por la denuncia de la infracción del art. 125 del Reglamento de Planeamiento, en relación con el art. 4 de la Ley 6/1998 y con el art. 23 de la Constitución, por haberse omitido el trámite de exposición al público de los trabajos de un avance de Revisión del Plan General que ahora es objeto de impugnación. En ese sentido se aduce que el Avance del Plan, aprobado el 8 de julio de 1985 y expuesto posteriormente a información pública, no se corresponde con el Documento del Plan General Revisado aprobado inicialmente el 9 de noviembre de 1998.

Este motivo no puede tener acogida. Se presenta como una proposición indiscutible, pero que en realidad estaría sujeta a verificación, la afirmación de que el avance aprobado en el año 1998 no tiene relación con el que luego se tramitó o aprobó. De ese modo se trasladaría a la Sala el análisis de oficio del avance sometido a información pública, lo que originaría vicio de incongruencia. Pero no sólo eso, los avances, en lo esencial, tienen como cometido trazar las líneas maestras del nuevo planeamiento para orientar su redacción sobre unas bases aceptadas de carácter principialista, luego, no puede exigirse su correspondencia con el documento de aprobación inicial, cuyo contenido, en orden a las determinaciones, es diferente, porque se trata de un proyecto de planeamiento y no de un documento de directrices. Por lo demás, la aprobación de los avances sólo tienen efectos administrativos internos, en orden a la preparación de la redacción (art. 115.3 del Reglamento de Planeamiento).

Avanzando en el examen de los motivos del recurso, corresponde a continuación examinar si se ha producido infracción de los arts. 123, 128 y 132 del Reglamento de Planeamiento. Según los actores entre la aprobación inicial del Documento del Plan Revisado, de fecha 9 de noviembre de 1998 (BCAM, de 27 de noviembre de 1998), aprobado provisionalmente el 1 de agosto de 2000, y sometido nuevamente a información pública, de forma parcial, en el BCAM de 3 de agosto de 2000, y el Texto Refundido aprobado por la Comunidad de Madrid, el 21 de mayo de 2002 (BCAM del 4 de julio de 2002), se han producido un gran cúmulo de modificaciones sustantivas e innovaciones documentales sustanciales, que hubieran requerido una nueva información pública.

Aunque en la demanda se detallan exhaustivamente las modificaciones introducidas a lo largo de la tramitación del plan, se echa en falta la valoración de su trascendencia a la hora de disolver si constituyen alteraciones sustanciales en los criterios y soluciones de ordenación (art. 130 del Reglamento de Planeamiento Urbanístico). Para que hubiera sido preciso repetir la fase de información pública, que es en definitiva lo que argumentan los recurrentes, las modificaciones, por la superficie o por la relevancia, deberían afectar a la estructura general y orgánica del territorio. En efecto, el trámite de información pública ha de reiterarse, según el art. 48 b) de la Ley 9/1995, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo de la Comunidad de Madrid, aplicable por razones de temporalidad, cuando se introducen cambios sustanciales a lo largo de la tramitación.

En el informe técnico sobre el instrumento de ordenación se refleja que el documento de Revisión del PGOU aprobado inicialmente forma parte claramente de un proceso continuo de planeamiento que parte del Avance formulado en 1985, continuó con el documento de 1991 y culmina en el actual. A lo largo de este proceso -según el informe- se ha mantenido el modelo de ciudad y (la) estructura general previstos inicialmente, si bien, como es obvio, al mismo (sic) se le han ido incorporando a lo largo de este tiempo las determinaciones derivadas, tanto de nuevas circunstancias, como de nuevos requisitos legales.

La Sala ha examinado los datos de la clasificación del suelo y aunque existen diferencias superficiales entre lo reflejado en el documento de la segunda aprobación inicial y en el definitivo, lo cierto es que no se corresponde realmente con variaciones de clasificación, sino con la precisión de las cifras y por otra parte, en la larga enumeración de las variaciones y adaptaciones realizadas no se observa ninguna que comprometa la estructura general y orgánica del territorio ni tampoco el modelo territorial (que en realidad estaba muy consolidado), por lo que entendemos que no era precisa la reiteración del trámite de información pública.
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Art. 114. Desarrollo por subsectores de los planes parciales urbanísticos y de los planes de mejora urbana.

114.1. Para desarrollar un sector de planeamiento derivado por subsectores hay que presentar a trámite un avance del plano que comprenda la totalidad del sector, junto con el plan urbanístico derivado referido a un subsector. El avance de plan del conjunto del sector y el plan urbanístico derivado se tienen que presentar como documentos separados y se tramitan en expedientes separados.

114.2. El avance del plan referido al sector tiene que contener una memoria, un plano de información, un plano de propuesta de ordenación y un plano justificativo del emplazamiento de las redes de servicios y viaria, de los espacios libres y de los equipamientos comunitarios.

114.3. La memoria del avance tiene que justificar la conveniencia, la oportunidad y la viabilidad técnica, jurídica y económica de la promoción; igualmente, tiene que justificar el equilibrio exigido por el art. 91.b) de la Ley de Urbanismo de acuerdo con lo qué establece el apartado 7 de este artículo. Hay que justificar también gráficamente y en la memoria del avance, la coherencia de la propuesta de red viaria y de las previsiones sobre espacios libres y equipamientos comunitarios del conjunto del sector, así como el enlace con las redes generales de servicios y viarias.

114.4. El avance y el plan derivado del subsector se sujetan a la tramitación correspondiente al planeamiento derivado de que se trata. La convocatoria de información pública, en la tramitación del avance y del planeamiento derivado del subsector, hay que complementarla con la notificación individualizada a las personas propietarias del sector.

114.5. En suelo urbanizable, el avance puede establecer condiciones temporales para el desarrollo de los diferentes subsectores, en aplicación de la programación establecida de acuerdo con el art. 65.1.c) de este Reglamento.

114.6. La aprobación definitiva del avance se debe producir previamente o simultáneamente a la de los planes urbanísticos derivados del subsector, y la ordenación prevista en estos planes derivados se tiene que adecuar al avance definitivamente aprobado.

114.7. Entre los subsectores previstos no se pueden producir diferencias relativas superiores al 15% en la valoración conjunta de los aprovechamientos y las cargas urbanísticas que correspondan a cada uno de ellos, con relación a la valoración de los aprovechamientos y las cargas urbanísticas del conjunto del sector.

Las diferencias de aprovechamiento y cargas entre los subsectores que puedan existir, dentro de los límites que establece el párrafo anterior, se tienen que compensar de acuerdo con las reglas previstas en el art. 123 de este Reglamento.
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